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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

(Sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

I. ASISTENCIA

(Sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

(Sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 4ª y 5ª, ordinarias, en 20 y 21 de marzo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Doce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Observaciones, en segundo trámite constitucional, de Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (boletín Nº 3.953-04). 



2) Proyecto de ley que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada (boletín Nº 4.922-05).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín Nº 3.878-17), y



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (boletín Nº 3.968-12).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 



Con los cinco restantes retira la urgencia hecha presente respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).



3) Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (boletín Nº 4.091-07), y



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (boletín Nº 4.321-07).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA) (boletín Nº S 949-05).



Agrega que, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, hace presente la urgencia para el despacho de la autorización que recaba.



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.922-05).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (boletín Nº 3.278-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero comunica que ha acogido a tramitación un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del artículo 1°, inciso segundo, y del artículo 292 del Código Penal, decretándose, a su respecto, remitir copia al Senado con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



Con el segundo informa que ha acogido a tramitación un requerimiento destinado a declarar la inconstitucionalidad del Auto Acordado “Relativo al procedimiento a utilizarse para hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios y empleados judiciales”, de la Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 1 de octubre de 1995, y la inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso segundo del artículo 539 y del inciso tercero del artículo 551, ambos del Código Orgánico de Tribunales, decretándose, a su respecto, remitir copia al Senado con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que considere necesarios.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los siete siguientes envía copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario.



Con el último remite copia autorizada del requerimiento de inconstitucionalidad presentado por 36 señores Diputados en contra del decreto supremo N° 48, de 2007, del Ministerio de Salud.



--Se toma conocimiento.



Dos de la señora Contralora General de la República subrogante:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, referido a una investigación sobre el estado de la segunda pista del Aeropuerto Internacional de Santiago.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, relativo al ejercicio profesional temporal de ingenieros extranjeros en Chile.



Del señor Contralor General de la República subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor García, atinente a criterios de interpretación que aplica el Departamento de Recursos Humanos del Hospital “Doctor Hernán Henríquez Aravena”, de Temuco.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Ávila, sobre el efecto que el Plan Comuna Segura Compromiso 100 ha tenido en los índices de delincuencia en las localidades en que dicho plan se ha aplicado.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con la desaparición de doña Ivanna Montoya Fernández.



Con el último da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, relativo al ejercicio profesional temporal de ingenieros extranjeros en Chile.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, mediante el cual responde un acuerdo adoptado por el Senado acerca de la posibilidad de que el Estado de Chile promueva una Declaración Internacional de Derechos Humanos de las Personas de la Tercera Edad. 



De la señora ex Ministra de Defensa Nacional, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referido al proyecto de reposición de la Tenencia de Carabineros de la comuna de Florida, en la Octava Región.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual da respuesta a un acuerdo del Senado sobre medidas que habría que adoptar en relación con la importación de harina de trigo desde la República Argentina.



Tres de la señora ex Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero responde dos oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, en cuanto a la posibilidad de que el Gobierno envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que regule la situación previsional de los ex trabajadores de los programas PEM y POJH.



Con el segundo responde dos oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, concernientes a una petición formulada por las dirigentes de la Coordinadora de Jubilados del Ministerio de Obras Públicas.



Con el tercero acusa recibo del oficio en que el Senado comunica la designación del Senador señor Carlos Ominami Pascual como Vicepresidente de la Corporación.



De la señora Ministra de Educación, con el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, referido a las características que deben reunir los establecimientos educacionales que se construyan desde la Sexta Región hacia el sur.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la capacidad estructural de los pavimentos de caminos y carreteras de la Octava Región para resistir el transporte pesado de carga forestal.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, sobre construcción del Aeródromo de Melimoyu.



Con el último responde un acuerdo adoptado por el Senado, tocante al traspaso de funciones de mantención de caminos rurales desde la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas a las municipalidades correspondientes.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Coloma, relativo a la situación de deterioro en que se encuentra el Hospital de Constitución.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Novoa, referido al plan de expropiaciones que el Estado está efectuando en el marco del Plan de Transporte Urbano de Santiago, "Transantiago".



De la señora Ministra de Minería, con el que da su parecer en relación con la moción de los Senadores señores Chadwick, Coloma, Gómez, Larraín y Orpis, que fomenta energías renovables, crea fondo para la investigación en biocombustibles y establece exención tributaria que indica.



Del señor ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, sobre sistemas de comunicaciones en el Parque Nacional Torres del Paine.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los problemas causados por una empresa contratista en la desembocadura del río Andalién. 



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, vinculado a la difusión del contenido y los alcances de la ley Nº 20.166.



Del señor Subsecretario del Interior, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, tocante a nómina de proyectos financiados por el Fondo Social Presidente de la República.



Del señor Subsecretario de Obras Públicas, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor García, sobre la posible construcción de un puente sobre el río Cautín, Región de La Araucanía.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Naranjo, referido a la fiscalización y control de los servicios asociados a la utilización de los teléfonos móviles.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que da respuesta a un oficio del Senador señor Longueira, atinente a medidas para agilizar el alzamiento de hipotecas y renegociación de créditos.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la facultad que tendría la empresa de agua potable ESSBIO S.A. para repactar deudas con arrendatarios sin conocimiento del propietario de la vivienda.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Longueira, acerca de las normas legales que establecen requisitos para el suministro de gas licuado de petróleo a tanques de almacenamiento.



Del señor Director del Fondo Nacional de Salud, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido al número de personas dializadas en el país.



Del señor Director Ejecutivo subrogante de CONAF, mediante el cual remite información sobre bonificaciones forestales que indica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero de la ley Nº 19.561.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte (SECTRA), por medio del cual responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Matthei, sobre viajes al extranjero efectuados por el personal de SECTRA, en relación con el Plan de Transportes “Transantiago”.



Del señor Fiscal del Ministerio Público de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, concerniente a villas y poblaciones que tienen altos índices por delitos de tráfico y microtráfico de drogas.



Del señor Secretario Ministerial de Educación de la Región de La Araucanía, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor García, vinculado a problemas sanitarios que afectarían el funcionamiento del Internado Manantial de Relún, comuna de Villarrica.



Del señor Director de la Tesorería de la Décima Región, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Allamand, referido a los procedimientos de cobro de multas aplicados a la empresa Tresol Limitada.



De la señora Directora del SERVIU de la Séptima Región, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, asociado a la petición formulada por locatarios de la Feria “El Esfuerzo” de la ciudad de Linares.



Del señor Gerente Comercial y de Servicio al Cliente de la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A. (METRO de Santiago), mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Novoa, respecto de tarifa rebajada para adultos mayores en dicha empresa. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica (boletín Nº 4.503-04).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Observaciones, en segundo trámite constitucional, de Su Excelencia la Presidenta de la República, al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.953-04), y



2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula honores públicos a los grandes servidores (boletín Nº 2.244-04).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Helmut Frenz (boletín Nº 4.493-07).



De la Comisión de Obras Públicas, recaído en los siguientes proyectos de ley el que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y el referido a cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas (boletines Nos 4.838-09 y 4.840-09, refundidos).



De la Comisión de Régimen Interior, recaído en el proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Personal del Senado en lo relativo al sistema de calificaciones y retiro de funcionarios (boletín N° S 933-09).



De las Comisiones de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo, unidas, relativo a la situación de los deudores habitacionales.



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Gómez, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que introduce una nueva disposición transitoria en la Constitución Política de la República, a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional (boletín N° 4.946-07).



--Pasa a las Comisiones de Minería y Energía, de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Muñoz Aburto, con la que da inicio a un proyecto de ley que crea un registro público de empleadores morosos en el pago de cotizaciones previsionales (boletín Nº 4.934-13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que precisa los elementos que constituyen materias primas que sirven para obtener drogas estupefacientes o sustancias psicotrópicas (boletín Nº 4.935-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con el fin de regular la constitución de pactos electorales formados por candidatos independientes (boletín Nº 4.945-06).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Cinco del Senador señor Navarro:



Con la primera da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece que los Presidentes de ambas Cámaras del Congreso Nacional deben concurrir con su firma al acto de promulgación de las leyes (boletín Nº 4.939-07).



Con la segunda inicia un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional con el fin de determinar las labores que de manera exclusiva deben efectuar los Diputados y Senadores (boletín Nº 4.942-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con la tercera da inicio a un proyecto que modifica el artículo 11 de la ley Nº 19.300 con el fin de agregar una nueva causal para elaborar un estudio de impacto ambiental (boletín Nº 4.940-12).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Con la cuarta inicia un proyecto que modifica el artículo 1° de la ley Nº 19.253 con el objeto de incorporar a los Changos entre las principales etnias indígenas reconocidas por el Estado (boletín Nº 4.941-06).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con la quinta da inicio a un proyecto de ley que establece un seguro especial de riesgo de accidentes aplicable al Sistema de Transporte “Transantiago” (boletín Nº 4.943-15).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Prokurica, Cantero, Horvath y Orpis, con la que inician un proyecto que modifica la Ley sobre Impuesto a la Renta en lo relativo al destino del impuesto específico a la minería.



--Se declara inadmisible por tratarse de un proyecto que debe presentarse ante la Honorable Cámara de Diputados y cuya proposición corresponde, además, a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero y en el inciso cuarto, número 1°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República, al referirse a materias tributarias.



Moción del Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley para regular los contratos de operación petrolera.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia que el constituyente ha entregado a la regulación de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso décimo del número 24° del artículo 19 de la Constitución Política, y por contener disposiciones de carácter tributario, cuya iniciativa exclusiva corresponde al Primer Mandatario, de acuerdo con lo establecido en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Ley Fundamental.



Moción de los Senadores señores Naranjo y Gazmuri, con la que inician un proyecto de ley que faculta a los municipios para conceder certificados de regularización de construcciones y determinar los derechos municipales correspondientes.



--Se declara inadmisible por tratarse de un proyecto de ley cuya iniciativa corresponde de manera exclusiva a Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en los números 1° y 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitud



Del señor Víctor Alfonso Álvarez Valdés, mediante la cual solicita la rehabilitación de su ciudadanía (boletín Nº S 948-04).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, sobre la Cuenta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, junto con el Senador señor Gazmuri hemos presentado una moción a fin de que se establezca una segunda “Ley del Mono”.



Tenemos perfectamente claro que esta materia es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. No obstante, hemos presentado la moción, pues queremos solicitar el acuerdo de la Sala para que se envíe un oficio a la Presidenta de la República y a la Ministra de Vivienda con el objeto de que respalden este proyecto. Lo anterior, debido a que la nueva política habitacional de subsidio no puede beneficiar a las personas que no hayan regularizado sus ampliaciones.



En consecuencia, le pido que recabe el acuerdo de la Sala para solicitar el patrocinio del Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se remitirán los oficios a que se ha hecho mención.



--Se acuerda enviar los oficios solicitados, en nombre del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, mi petición es en el mismo sentido de la formulada por el Senador señor Naranjo.



He presentado una moción que fue declarada inadmisible y que apunta a otorgar mayor certeza jurídica a los contratos de exploración y explotación petrolera. Ante la crisis energética, necesitamos mayor exploración y explotación de combustibles fósiles.



Por lo tanto, quiero que, por su intermedio, se solicite el acuerdo de la Sala para oficiar a la Ministra de Minería y a la Presidenta de la República a fin de que se otorgue el patrocinio para que se legisle respecto de esta materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda enviar los oficios solicitados, en nombre del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, mi petición es en la misma línea.



Junto con un grupo de Senadores, presentamos una moción para determinar el destino de los recursos del royalty.



En estos momentos se encuentra en la Sala el flamante Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, quien como parlamentario también sufrió las consecuencias de pedir el patrocinio del Gobierno. Además, en esta sesión se tratará un proyecto que reforma la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el que se establece la obligación del Ejecutivo de contestar tales peticiones. 



Por todo lo anterior, solicito, por su intermedio, que se envíe un oficio a la Presidenta de la República en orden a requerir su patrocinio para la moción presentada, que dispone que un 60 por ciento de los recursos recaudados por concepto de royalty se destine a las Regiones mineras.

El señor ESCALONA.- No estoy de acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, se remitirá el oficio en nombre de los autores de la moción.

El señor PROKURICA.- ¿Quién se opone, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Senador señor Escalona no ha dado la unanimidad.

El señor PROKURICA.- ¿Y Su Señoría no quiere royalty para las empresas salmoneras?



--Se acuerda el envío del oficio solicitado, en nombre de los Senadores señores Prokurica, Cantero, Horvath y Orpis.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura solicita autorización para sesionar paralelamente con la Sala a partir de las 17.



--Se autoriza.

_______________

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar a don Ramiro Mendoza Zúñiga en el cargo de Contralor General de la República (boletín Nº S 950-05).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

ACUERDOS DE COMITÉS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos adoptados por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, resolvieron por unanimidad lo siguiente:



1.- Abrir un nuevo plazo, hasta el lunes 16 del mes en curso, a las 12, para formular indicaciones al proyecto sobre establecimiento de una subvención escolar preferencial para niños socioeconómicamente vulnerables.



2.- Autorizar a la Comisión de Salud para discutir tanto en general cuanto en particular, en su primer informe, el proyecto de ley que prohíbe condicionar la atención de salud o exigir instrumentos mercantiles para garantizar su pago.



3.- Citar a sesión especial para mañana, de 12:30 a 13:30, a fin de tratar el informe de las Comisiones de Hacienda y de Vivienda, unidas, sobre situación de deudores habitacionales.



4.- En Incidentes, dividir los 18 minutos que corresponden al Comité Mixto de la siguiente forma:



a) Partido Radical Social Demócrata, 9 minutos.



b) Partido Por la Democracia, 6 minutos.



c) Senador independiente, 3 minutos.

V. ORDEN DEL DÍA
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

ADECUACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL A REFORMA DE CARTA FUNDAMENTAL
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a fin de adecuarla a la ley Nº 20.050, que reformó la Carta Fundamental, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3962-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 3ª, en 21 de marzo de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 6ª, en 11 de abril de 2006.


Constitución (segundo), sesión 79ª, en 20 de diciembre de 2006.


Constitución (nuevo segundo), sesión 4ª, en 20 de marzo de 2007.


Discusión:



Sesiones 7ª, en 12 de abril de 2006 (se aprueba en general); 81ª, en 3 de enero de 2007 (vuelve a Comisión de Constitución); 5ª, en 21 de marzo de 2007 (queda para segunda discusión).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la relación de la iniciativa se efectuó en sesión de 21 de marzo pasado.



Se debe tener presente que todas las disposiciones del proyecto poseen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



De conformidad con lo solicitado en la Sala -me parece que por el Honorable señor Espina- en la sesión antes aludida, se hizo llegar a cada señor Senador una minuta referida a la manera de discutir y votar las distintas normas de esta iniciativa.



En primer lugar, corresponde considerar las modificaciones que deben darse por aprobadas de conformidad con el artículo 124 del Reglamento, por conservar el mismo texto aprobado en general.



Dichas modificaciones son las contenidas en los numerales 12, 14, 21, 23, 24 (artículos 56, 59 y 60) y 26 del artículo único.



--Se aprueban reglamentariamente, dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido (27 votos).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los numerales 12 y 23 contienen enmiendas de referencia a números de artículos de la Constitución. Los numerales 14 y 21 dicen relación a la eliminación de las legislaturas ordinaria y extraordinaria; los artículos 56, 59 y 60 del numeral 24, al testimonio de particulares ante las comisiones especiales investigadoras, y el numeral 26, al artículo 4º transitorio, nuevo, del proyecto, atinente al cumplimiento de la exigencia de quórum calificado para los preceptos legales que establecen secreto o reserva.



Las modificaciones aprobadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, en virtud de lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento. Ellas corresponden a los numerales 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 24 -letras a), b) y c), y artículos 54, 57, 61, 62, 63 y 64, nuevo- y 25 del artículo único.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el artículo 5º B también se debe discutir, pues renové la indicación Nº 4. 



En el artículo 5º A se reemplazó el inciso final por varios incisos. Solicito que se vote separadamente el sexto de ellos, que versa sobre la votación de nombramientos por el Senado, la cual podrá ser secreta. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas todas las enmiendas acordadas por unanimidad, con excepción de la que acaba de mencionar el Honorable señor Coloma.



--Se aprueban, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido (27 votos).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La norma para la cual el Honorable señor Coloma pide votación separada fue aprobada de modo unánime y expresa lo siguiente: 



"Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.".

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solicité votación separada del citado inciso del artículo 5º A. En su momento presenté una indicación, pero no fue aprobada por la Comisión. Por ello, deseo insistir en esta Sala, como última instancia, sobre la forma en que se deben efectuar esas votaciones al interior de esta Corporación.



Comparto el principio de transparencia y publicidad. En muchas de las indicaciones aprobadas hemos concordado en el sentido de dar un paso sustancial en esta materia. Además, aquél es parte de la modernidad y parece sano en una sociedad democrática. 



Sin embargo, desde mi perspectiva, aquí se está confundiendo el sano principio de la publicidad con la necesidad  de velar por otro igualmente importante: el principio de transparencia e independencia en la toma de decisiones.



¿Qué persigue la norma propuesta? Establecer la forma en que se debe votar en el Senado -creando la regla general, lo que me parece bien- la exclusión de publicidad de los debates y votaciones en cuanto a determinados asuntos. Pero, para ser franco, no entiendo la lógica de la disposición, ya que señala que serán secretas las sesiones y votaciones “en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.”. 



Ésa es la única excepción que se consagra. Imagino que los autores de la indicación que la originó comprenden que por naturaleza la votación debe ser secreta, debido a los efectos que puede tener en la persona que ha solicitado la rehabilitación de sus derechos ciudadanos. No obstante, desde mi punto de vista, mucho más importante que ello es establecer el secreto respecto de las votaciones personales.



En mi opinión, eso es lo relevante. Y voy a poner un ejemplo.



Hace dos semanas se eligió Vicepresidente del Senado al Honorable señor Ominami. En esa ocasión, nadie discutió -era de sentido común- que la votación debía ser secreta, porque tenía que ver con la forma de dirigir un organismo. Y esto supone que cada uno debe velar por él con independencia, al margen de las órdenes de partido o de las opiniones públicas, lo que me parece razonable. Pues bien, en esa ceremonia, cada Senador decidió, conforme a su conciencia, por quién iba a sufragar. 



Eso queda derogado con la norma que se propone, donde simplemente se dispone que sólo se votarán con carácter secreto las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía.



Otra cuestión que considero trascendente dice relación a la votación para el nombramiento de personas. Pronto nos corresponderá abocarnos al de Contralor General de la República. Pero debemos advertir que mucho más importante puede ser el de Ministros de la Excelentísima Corte Suprema. 



Y lo digo porque pienso que, dentro de ese concepto, se ha de resguardar el principio de transparencia a terceros. Porque si el día de mañana cualquiera de nosotros dejara de ser Senador y se dedicara al ejercicio de la profesión y debiera litigar con una persona cuyo nombramiento como miembro del Máximo Tribunal le tocó aprobar, no nos gustaría que la contraparte se sintiera con el legítimo derecho de considerar que puede haber cierta parcialidad en nuestra actuación. Y también puede ocurrir al revés, en el caso de que uno haya votado en contra de un eventual cliente.



Entonces, aquí hay un concepto sobre el cual -debo reconocerlo-, a pesar de mi entusiasmo, no fui suficientemente convincente. Y, dado que ésta es la última instancia y que la única fórmula que me resta es pedir la revisión de este punto específico, insto a que se reflexione aquí respecto de la naturaleza de la institución del Senado al momento de verificar las votaciones. 



Soy partidario de que se den a conocer las actas de los debates de las sesiones. Me siento contento de haber sido autor -cuando fui Diputado- de la moción que obligó a los parlamentarios a votar de manera nominativa, con el objeto de realizar un seguimiento de lo que cada cual hace y saber cómo vota, de modo que puedan responder por ello.



Pero hay un punto distinto, que tiene que ver con los nombramientos de personas. Creo que deben resguardarse, respecto de terceros, la autonomía y la sabiduría -o la falta de ésta; depende- que cada uno tenga al momento de votar. 



Por eso, siento que dicho principio no fue asumido por la Comisión, que rechazó mi indicación. Pero lo raro es que sí lo asumió respecto de la rehabilitación de ciudadanía. 



Entonces, no entiendo la lógica de establecer el secreto en las rehabilitaciones de ciudadanía, por efectos en los terceros, y no hacer lo mismo en el caso de los nombramientos, lo que, desde esa perspectiva, es más importante resguardar. 



Sobre el particular, presenté la referida indicación, que fue rechazada. Y, en la instancia en que nos encontramos, sólo me cabe votar en contra del inciso en comento, entendiendo que al respecto podría no haber norma y que, por tanto, no es la mejor solución, pero, también, que quizás después sea factible que ese vacío sea llenado de manera adecuada por otros legisladores más perceptivos, ya que hasta ahora yo no he tenido éxito.



En resumidas cuentas, señor Presidente, aquí hay un tema muy de fondo -¡muy de fondo!-, que dice relación a la forma de ejercer nuestros deberes como parlamentarios. 



En esa lógica, tocante al nombramiento de autoridades del Congreso, pedí un estudio para saber si existe algún país donde el Parlamento no elija mediante votación secreta a su Presidente y a su Vicepresidente. Y no hay ninguno donde sus miembros no ejerzan ese derecho a la intimidad, a la reserva en su pronunciamiento. 



Al parecer, Chile será el primero en que se dé tal situación, transformándose -dicho sea de paso- en el paraíso de las órdenes de las directivas de los partidos políticos -yo he formado parte de ellas por muchos años, así que no las estoy criticando-, porque resulta obvio que lo acordado allí habrá de ser acatado por sus parlamentarios. Éstos, a ese efecto, se convertirán en cajas de resonancia de sus colectividades, porque, al hallarse expuestos a sanciones, no tendrán capacidad para votar conforme a lo que estime su conciencia, sino según lo ordenado. 



Para terminar, señor Presidente, debo señalar que lo mismo ocurre con relación a los nombramientos de los integrantes de la Corte Suprema o del Tribunal Constitucional, los que, desde mi perspectiva, es esencial realizar sin afectar los derechos de terceros, como establece           -lamentablemente- la citada disposición. 



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, aparte de reconocer la perseverancia del Senador señor Coloma, quiero manifestar que la Comisión de Constitución discutió el punto y acordó, por unanimidad, rechazar la indicación de Su Señoría, por varias razones. 



Primero, todos los integrantes de ese órgano técnico consideraron que las rehabilitaciones de ciudadanía representan una situación particular, en la cual el Senado permite a individuos que han cumplido una condena recuperar su calidad de ciudadanos. 



En ese sentido, era importante resguardar a tales personas. 



Respecto de las votaciones para el nombramiento de autoridades, se estimó indispensable que los Senadores manifiesten claramente su posición frente a tales designaciones. Y en varias oportunidades hemos efectuado una discusión abierta, en la que cada uno ha expresado su opinión acerca del nombramiento de miembros tanto de la Corte Suprema como de otros organismos, aprobando algunos y rechazando otros. Pero se trata de debates abiertos, donde cada cual asume en conciencia lo que vota y lo dice públicamente. 



A contrario sensu -y en esto difiero de lo señalado por el Honorable señor Coloma-, es efectivo que el secretismo permite las órdenes de partido y, al final, votar de manera secreta, en circunstancias de que la opinión pública espera de nosotros que digamos en forma clara si votamos a favor o en contra de la designación de determinada autoridad y las razones que nos asisten para ello. 



Yo celebro lo que hizo la Alianza -aunque no compartí su posición- cuando votó en contra de la incorporación como Ministro de la Corte Suprema del señor Carlos Cerda, porque su fundamento fue claro y preciso. Eso le hace bien al sistema. 



Si los nombramientos fueran secretos, la ciudadanía nunca conocería los motivos por los cuales cada uno de nosotros ejerce tal función, que es privativa de los Senadores y a cuyo respecto no pueden existir órdenes de partido, sino que debe mediar una decisión personal que ha de ser conocida por la ciudadanía. 



Sobre el particular -tal como señalé-, tuvimos una larga discusión en la Comisión, la que, por unanimidad, decidió rechazar la indicación del Senador señor Coloma. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿me permite hacer una propuesta? Porque quizá en este escenario podamos lograr un acuerdo.



Solicito, a lo menos -si hubiera unanimidad-, que la decisión de la Sala en cuanto a la elección de la Mesa de la Corporación sea secreta.



Si a Sus Señorías les parece que no corresponde votación secreta en los nombramientos de las máximas autoridades de la Corte Suprema o del Tribunal Constitucional, ése es un problema de opinión. Pero quiero hacer presente la importancia que reviste el que en nuestra determinación sobre quienes van a conducir el Senado no quedemos entregados a las órdenes de partido.



En verdad -repito-, no conozco ningún lugar en el mundo donde la votación referida sea de carácter público. 



No sé si hay unanimidad para aprobar una indicación a la norma en cuestión, a fin de que en la elección de las autoridades del Congreso se siga el mismo procedimiento que en las rehabilitaciones de ciudadanía.

Señor Presidente, ignoro si existe un espacio más amplio para ello. Por lo demás, así se votó cuando elegimos Vicepresidente al Honorable señor Ominami, hace dos semanas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, independiente de lo que opine finalmente la Sala, creo que, en la circunstancia aludida, con mayor razón deber ser pública la votación, porque estamos hablando de una definición política.



En definitiva, si alguien se pronuncia por uno u otro candidato a Presidente o autoridad de la Corporación, es porque tiene una motivación política para proceder así. A la opinión pública le asiste derecho a conocer por qué uno vota de una forma determinada, más aún si algún Senador de la Concertación se pronuncia por un candidato de la Alianza, o viceversa.

Por eso, no estoy de acuerdo con la proposición del Honorable señor Coloma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Corresponde votar.

El señor LETELIER.- ¿Qué se votará? ¿La indicación?

La señora ALVEAR.- ¿El informe o la indicación?

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se vota?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, como las demás normas acogidas unánimemente en la Comisión se encuentran aprobadas reglamentariamente, se procederá a votar el penúltimo de los incisos que reemplazan el inciso final del artículo 5º A y que comienza como sigue: “Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes”, etcétera.



Votar “sí” significa aprobar la disposición contenida en el nuevo segundo informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el sexto de los incisos que se proponen en el número 3 para sustituir el inciso final del artículo 5º A.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba (26 votos contra 7), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Longueira, Matthei, Pérez Varela y Pizarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Aprobadas ya las normas que no fueron objeto de indicaciones y también las acordadas por unanimidad, en ambos casos con 27 votos a favor, corresponde tratar las enmiendas acogidas por mayoría en la Comisión, que son las que indicaré a continuación.



En primer lugar, se propone agregar al artículo 5º B un inciso quinto, nuevo, que prohíbe a los Diputados y Senadores ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.



Dicha norma, que fue aprobada por tres votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto) y dos en contra (Honorables señores Espina y Larraín), fue objeto de una indicación renovada suscrita por los Senadores señores Coloma, Orpis, Allamand, Longueira, Chadwick, Matthei, Pérez Varela, García, Larraín y Kuschel, cuyo propósito es borrar la oración “o el Tribunal Constitucional".



En realidad, tal como quedó el precepto después de la modificación que le introdujo la Comisión, entiendo que la intención de sus autores es eliminar la frase “o apoderados ante el Tribunal Constitucional”.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo plantear un asunto reglamentario.



El inciso cuarto del citado precepto, si bien se aprobó por unanimidad en la Comisión, está dentro de un artículo cuyo inciso final fue acogido por mayoría de votos.



Por lo tanto, a pesar de que corresponde a una indicación que yo presenté y de que fue aprobada dicha norma, pido que, por un asunto de complementación, se ponga en debate todo lo relativo al ejercicio de la profesión de abogado; es decir, desde el inciso cuarto del artículo 5º B en adelante, cuyo texto señala:



“Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan...", etcétera.



Daré a conocer las razones por las cuales estimo que dicha normativa debiera debatirse. A mi juicio, hay un tema relevante en este aspecto que es preciso abordar.



El precepto en análisis persigue básicamente impedir que los parlamentarios, y -debo decirlo muy sinceramente- en especial los Senadores, que participan en la elección de los miembros de la Corte Suprema, patrocinen causas como abogados o apoderados o aleguen ante los tribunales de justicia en juicios de interés particular, dado que tendrán posteriormente que nominar a los futuros integrantes del Máximo Tribunal de las respectivas quinas conformadas con Ministros de Corte de Apelaciones.



Por lo tanto, habría una incompatibilidad, una especie de influencia indebida que podría ejercer un parlamentario.



Es razonable suponer que un Senador que el día de mañana alegue ante una Corte de Apelaciones una causa privada que le es fallada en contra, abrigue cierta animosidad y rechace el nombramiento de alguno de sus integrantes como Ministro de la Corte Suprema. Yo comparto plenamente ese argumento.



La Comisión estableció ciertas situaciones de excepción. Y, a mi juicio, hay una de ellas que inicialmente fue incluida y que posteriormente se excluyó.



¿En qué casos se permite a un parlamentario alegar o patrocinar causas ante los tribunales superiores de justicia? Primero, cuando son hechos punibles que constituyan delitos terroristas; segundo, si se trata de delitos tipificados en la ley sobre tráfico de drogas, y, por último, con motivo de delitos cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.



La razón es obvia: es posible que no haya abogados dispuestos a alegar tales causas en forma gratuita. Y puede suceder que el interés legítimo de una comunidad de perseguir a un grupo terrorista o a una banda de traficantes de drogas, o de querer actuar en contra de funcionarios públicos influyentes y corruptos no se concrete por la falta de un abogado que desee asumir tal obligación o, si lo hay, se estime que, dados la repercusión y el riesgo que el caso involucra, su representación sea ejercida por otra persona que muestre la decisión de llevar adelante estos juicios.



En lo que respecta a tráfico de drogas -y esto podrá avalarlo el Senador señor Orpis, quien de alguna manera ha estado fuertemente vinculado a esta materia-, he podido apreciar que es muy difícil encontrar abogados que quieran alegar en forma gratuita causas contra bandas de traficantes. Habitualmente no lo hacen por el riesgo que ello implica y porque los narcotraficantes operan con métodos de amedrentamiento mayores que los que la gente común se imagina. ¡Ni hablar en cuanto a los casos de terrorismo que el día de mañana puedan surgir!



Sin embargo, hay una hipótesis que hoy me señalaban algunos señores Senadores y que en la Comisión también excluimos: la posibilidad de que un parlamentario pueda patrocinar una causa ante alguna Corte cuando se trate de intereses socialmente relevantes o que afecten a la comunidad.



¿Qué ocurre si un parlamentario debe enfrentar a un grupo poderoso en su Región y decide recurrir a los tribunales de justicia?



La regla general nos señala que es muy difícil que un abogado decida defender en forma gratuita los intereses de esa comunidad. Seguramente no va a querer enemistarse con grupos muy poderosos. Y, por lo tanto, la comunidad quedará sin defensa. Alguien podrá decirme: “Es que esa defensa será asumida por el fiscal". El fiscal representa los intereses generales, pero no los intereses particulares de los afectados. No debemos olvidar que los fiscales pueden proponer acuerdos en un proceso judicial que incluso vayan en contra del interés de los particulares involucrados cuando quieren terminar un juicio, por estimar que de esa forma se representan mejor los intereses generales y no los de un grupo o de una comunidad relevante.



Igual situación pasaría con los recursos de protección.



¿Qué ocurriría si legítimamente un Senador intentara recurrir de protección en representación de una comunidad modesta que no tiene abogado: una comunidad mapuche, de personas de escasos recursos o que viven en una zona aislada? ¿Tendrán que buscar un abogado que no les cobre para recurrir ante un tribunal?



Me parece que el no incluir estas situaciones excepcionalísimas implicaría dejar en la indefensión a importantes grupos sociales.



En consecuencia, respecto del inciso cuarto del artículo 5º B, sugiero incorporar la frase “por hechos que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto" donde se establecen las excepciones como la persecución de delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico de drogas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.



Me parece razonable añadir esa oración en la norma en comento. Por lo demás, ella estaba contemplada en el primer texto que elaboró la Comisión de Constitución, posteriormente fue eliminada y la redacción se redujo a los actuales términos.



Pienso que ello permitiría a un parlamentario cumplir con un deber esencial: ir en apoyo de su comunidad interponiendo un recurso de protección. No veo por qué no pueda hacerlo. Si no, ¿quién lo hará?



Me parece que ése es un tema que debe debatirse y resolverse en ese sentido.



En segundo término, en cuanto al Tribunal Constitucional, entiendo que mantenemos una diferencia de fondo.



Si hay un caso en el cual -y debo distinguir entre la situación descrita en el inciso cuarto y la que señalaré a continuación, pues son dos cosas absolutamente distintas- se justifica que un parlamentario pueda alegar ante un tribunal es precisamente ante el Tribunal Constitucional, sobre todo cuando se trata de un recurso interpuesto por un sector del propio Parlamento.



¿En qué hipótesis se pone esta norma? En el caso de que en la Sala de esta Corporación se produzca un debate sobre determinado tema y un grupo de señores Senadores estime que se ha aprobado una norma inconstitucional. Y esa defensa la hacen los Senadores en el Hemiciclo; no los abogados. Los fundamentos los dan los miembros de esta Corporación, los mismos que redactan el recurso. Pero cuando los Senadores tienen que ir al Tribunal Constitucional a defender su propia causa, se les quiere impedir hacerlo. 



En cuanto al argumento que se da en orden a que los integrantes de esta Alta Cámara estarían inhabilitados, por cuanto, en definitiva, nombran a los miembros de dicho Tribunal, quiero recordar que éstos ¡ya están nombrados! No es como en el caso anterior, del parlamentario que interviene en la Corte de Apelaciones ante futuros o eventuales Ministros de la Corte Suprema. 



En la hipótesis de que se trata, los miembros del Tribunal Constitucional ya están nombrados. Y es de la esencia que un señor Senador pueda perfectamente ir a defender su posición jurídica respecto de un tema en el que, además, no se debaten hechos. Y éste es otro asunto de enorme relevancia, señor Presidente. 



La diferencia radica en que en un juicio en la Corte de Apelaciones yo voy a cuestionarle hechos a los jueces. Y, por ende, ahí puedo ejercer una fuerte influencia. Pero cuando voy a debatir una interpretación jurídica o legal, lo que se está resolviendo es un asunto de Derecho, no de hecho. 



En consecuencia, es absolutamente legítimo que un señor Senador, en representación de quienes han recurrido ante el Tribunal Constitucional, pueda expresar los fundamentos de Derecho que motivaron el recurso ante dicho organismo. Es por eso que nosotros votamos en contra del nuevo inciso quinto.



En resumen, somos partidarios -y así lo hemos dicho siempre- de que los parlamentarios, y particularmente los Senadores, no puedan litigar ante los tribunales superiores de justicia en forma remunerada, en causas que traten de materias de interés particular, porque eso, obviamente, puede producir un conflicto en la posterior nominación de los Ministros de la Corte Suprema. 



Creemos que hay cuatro casos de excepción: tráfico de drogas, Ley Antiterrorista, actos de corrupción de funcionarios públicos, y hechos que afecten intereses sociales relevantes, que -entre paréntesis- es la misma norma existente en el Código Procesal Penal. La misma que permite a toda organización recurrir a los tribunales en esa hipótesis. Es textualmente idéntica.



Y respecto del inciso final que se propone, no somos partidarios de excluir la posibilidad de que un señor Senador, en defensa de argumentos de Derecho -¡de Derecho!-, de interpretación de la ley, vaya al Tribunal Constitucional a hacer valer los puntos de vista que motivaron la interposición del recurso de inconstitucionalidad de que se trate.



Por lo señalado, señor Presidente, solicito que en el inciso cuarto que se propone agregar al artículo 5º B, que comienza con “Asimismo”, se añada la frase que sugerí, y que derechamente se vote en contra del inciso quinto tal como está planteado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la propuesta del Honorable señor Espina en el sentido de permitir a los Senadores en particular, y a los parlamentarios en general, litigar en lo que él denomina “causas sociales”, deja en entredicho el principio de igualdad de oportunidades. Sólo quienes tengan la condición o ejerzan la profesión de abogado podrían tener ese desempeño o esa oportunidad. Los demás estaríamos privados de hacer una defensa en los tribunales o en otra instancia de quien estimamos pertinente.



De ahí que, por cierto, soy contrario a establecer una situación de ese tipo. Y tengo entendido de que en la Comisión respectiva esta materia fue felizmente rechazada, si no me equivoco.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, me parece muy importante que nos detengamos en el análisis de esta norma.



En el país -y me alegro muchísimo de ello- se está hablando de transparencia, de probidad, de regular el lobby. Hay un conjunto de iniciativas presentadas a trámite en el Congreso Nacional -espero que sean todas aprobadas- tendientes a avanzar en transparencia.



Creo que nos hallamos frente a un tema en el que, precisamente, estamos apuntando a una situación que se puede prestar a enormes dificultades, desde el punto de vista de la percepción de la ciudadanía, y a graves conflictos de interés. 



Ya se han dado razones por las cuales se estableció que los parlamentarios no podrán alegar ante los tribunales superiores de justicia. 



En ese contexto, señor Presidente, me parece que las tres excepciones contempladas y aprobadas por la Comisión son necesarias. Sin embargo, con mucho respecto, considero improcedente la presentación del Honorable colega Espina, en el sentido de agregar una cuarta excepción, esto es, de poder alegar por hechos que afecten intereses sociales relevantes. Este concepto es tan amplio que podemos encontrarnos frente a situaciones que para algunos sean socialmente relevantes, y para otros que no tengan tal carácter y que involucren o favorezcan a ciertos grupos. Si de defender intereses sociales relevantes se trata, se podrá contratar a un abogado. Y de no encontrarlo, estoy segura de que en la Corporación de Asistencia Judicial habrá profesionales adecuados para defender ese tipo de causas, como sé que ha ocurrido en la práctica.



Respecto del Tribunal Constitucional, estimo que la discusión de las iniciativas legales se hace en el Senado y en la Cámara de Diputados. Es aquí donde debemos llevar a cabo el debate en los temas jurídicos, que es lo que nos corresponde. 



Siendo así, no es dable que algún Senador o Senadora alegue ante dicho organismo, porque éste constituye una sede distinta del Poder del Estado en donde se discuten las leyes. Es aquí, en el Congreso, donde se produce, en definitiva, el debate y el juego de mayorías y de minorías para aprobar determinada iniciativa legal.



Se ha dado aquí como argumento que no importaría el hecho de que alegara un Senador o Senadora, porque los miembros del referido Tribunal ya estarían nombrados. Tal razonamiento favorece exactamente la tesis que estoy señalando. Porque al pronunciarse el Senado respecto de una persona para integrar el Tribunal Constitucional, ésta puede recordar quién votó a favor y quién lo hizo en contra. En ese sentido existiría, a mi juicio, un conflicto de intereses.

El señor ÁVILA.- Absolutamente.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, si en el Parlamento -y me parece muy bien- estamos de acuerdo en tramitar iniciativas legales en favor de la transparencia y de la probidad, como las que ha enviado la Presidenta de la República, los primeros que debemos someternos a regulaciones rigurosas somos los parlamentarios.



Por eso, apoyo resueltamente estos incisos, en los términos en que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia mayoritariamente los aprobó. 



Aquí estamos ante un conflicto de intereses. Y digámoslo con todas sus letras. No podemos avalar el que ellos eventualmente se produzcan, porque no tendríamos cara para después legislar en pro de la transparencia de los demás Poderes del Estado como debe existir.



He dicho.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me quiero referir a la indicación que diez Senadores suscribimos para suprimir la norma que establece que “Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.



Parto diciendo que eso nada tiene que ver con dónde se deben discutir los temas públicos. Obviamente, el Senado y la Cámara de Diputados son lugares para el ejercicio político y constituyen instancias preferentes para conocer la razón de las disposiciones legales, en las cuales el legislador manda, prohíbe o permite.



Tampoco tiene que ver con los conflictos de intereses. Éstos surgen cuando alguien persigue sacar provecho o beneficio en función de una acción pública que realiza.



Nuestro planteamiento se encuadra dentro de una lógica completamente distinta: las normas constitucionales.



Porque en Chile no hay únicamente separación de Poderes, sino también un contrapeso constitucional muy importante, ya que, de otra manera, el Presidente de la República, en una instancia, o junto con el Parlamento, en otra, podrían ser ejes de profundas desigualdades e inconstitucionalidades.



Por algo existe el Texto Fundamental, cuyas normas no sólo debemos defender, conforme a nuestro juramento; además, estamos obligados a respetarlas, actuando en consecuencia con las obligaciones que aquélla nos impone a los Parlamentarios.



Es la Carta -no los Senadores de Oposición ni los de Gobierno- la que establece el Tribunal Constitucional. Y en el artículo 93 -pido a los interesados en el punto que lo lean- fija sus atribuciones, que, dicho sea de paso, se contienen en dieciséis números. ¿Y cuál es la lógica? Determinar lo que puede hacer dicho organismo para, por ejemplo, ejercer el control de constitucionalidad ya sea de las leyes, de los autos acordados o de los proyectos de ley, en fin. Se plantea allí una serie de materias.



En siete de los dieciséis números del artículo 93 de la Constitución del 80 -algunos dicen que es del 2005; pero da lo mismo para estos efectos, porque las disposiciones pertinentes se han ratificado o reforzado en el tiempo-, se trata de facultades que ejercen los Parlamentarios: los Senadores, en algunos casos, de modo excluyente, o parte de los Senadores o Diputados. Son acciones excluyentes. Es deber fundamental nuestro recurrir ante la máxima instancia constitucional cuando entendemos que una ley o un procedimiento no se ajusta a la Carta.



Entonces -reitero-, la Constitución consagra una fórmula conforme a la cual los parlamentarios tienen acción excluyente para recurrir al Tribunal Constitucional. Y, hasta donde yo entiendo, nadie ha puesto en duda eso. Nunca he sabido de alguien que señale que envuelve un conflicto de intereses o es motivo de discusión política el derecho de los miembros del Congreso de recurrir a esa instancia. Más bien, sólo he escuchado opiniones favorables en el sentido de que las normas en comento ayudan a mantener nuestro Estado de Derecho.



Tengo, por consiguiente, el derecho y el deber de recurrir al Tribunal Constitucional; o sea, cuento con el máximo espacio para interponer la acción jurídica correspondiente. Entonces, dentro de esa lógica, si me es factible formular un recurso, ¡cómo no voy a poder alegarlo!, ¡cómo no voy a poder valorar ante dicho organismo los argumentos de mi presentación!



Ahora, si alguien me dice que a un parlamentario no le es factible recurrir al referido Tribunal, entonces tendrá que cambiarse la Constitución, que no sólo le permite sino que, además, le exige la acción excluyente para la interposición de determinados recursos.



Señor Presidente, honestamente, no entiendo dónde está la lógica de permitir lo más e impedir lo menos, cual es alegar un recurso. Es un principio que, a quienes somos abogados, se nos enseñó en el primer año: quien puede lo más, puede lo menos. No sé cómo se pretende vedar el ejercicio de la acción ante el Tribunal Constitucional al prohibir que uno la alegue.



La prohibición planteada sigue una lógica que debilita no sólo al Parlamento, sino también al rol que uno puede jugar, pues hay cierto temor a enfrentar por la vía de la argumentación las cuestiones que constitucionalmente deben resolverse.



Por lo tanto, de partida, considero que no es constitucional el impedimento de que se trata. Porque si puedo presentar recursos, no veo por qué se me va a impedir alegarlos. ¿Dónde está la facultad para hacerlo? 



Estimo que una norma como la sugerida sería profundamente perjudicial para el Estado de Derecho, para la correcta aplicación de las normas atinentes al Tribunal Constitucional y para el legítimo ejercicio de los deberes de los parlamentarios.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo indica que la ciudadanía reclama de los parlamentarios más dedicación, más entrega, más trabajo, particularmente en lo relativo a la tarea para la cual fuimos elegidos: legislar.



Cuando una persona vota en los comicios parlamentarios, no lo hace para contratar a un abogado, sino para elegir a alguien que represente sus intereses. Ésa es al menos mi opinión. Y este Senado es la prueba de aquello: representación de intereses ciudadanos. Para lo otro están quienes ejercen su profesión legítimamente, de acuerdo con la libertad de trabajo. Pero, en definitiva, lo que la gente demanda de este Congreso, en su conjunto, es dedicación exclusiva.



Al respecto, presenté un proyecto donde planteo lo mismo que la Concertación reclama a Sebastián Piñera: la elección entre política y negocios. Piñera, de una vez por todas, debe dedicarse a la política -lo queremos en ella, porque siempre es una contribución- y dejar de lado los negocios.



No veo por qué va a ser una norma de principios que los parlamentarios insistan en tener negocios particulares y hacer ejercicio de la profesión.



Independiente de lo que se señala en cuanto a que pueden existir excepciones, claramente hay conflicto de intereses, señor Presidente.



Y, personalmente, abogo porque la dedicación exclusiva de Senadores y Diputados tenga una única exclusión, como en el caso de los jueces: la docencia.



Hemos debatido acerca de cuánto trabajan los magistrados. Ello ha sido motivo de gran debate. Y aquí no hacemos sino dar la razón a quienes propusieron la estructuración de un horario para los jueces del Tribunal Supremo de la República, cual escolares, sobre la base de que, efectivamente, laboran poco.



A mi entender, si no cautelamos el principio básico de que al Congreso la gente viene a hacer la tarea para la cual fue electa y se mantienen las condiciones para que pueda haber alegatos ante los tribunales, para ejercer actividades económicas, estamos en una contradicción, porque en esta Corporación se vota el nombramiento de los integrantes de la Corte Suprema.

El señor ESPINA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Por supuesto, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo del argumento que acabamos de escuchar.



En muchas oportunidades he visto al Senador señor Navarro -y no dudo de que realiza sus actividades con empeño, esfuerzo y pasión- interponer recursos de protección en beneficio de la comunidad. Y Su Señoría puede accionar por esa vía ante la Corte de Apelaciones respectiva en circunstancias de que posteriormente participa en el nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema. Pero si él fuera abogado, no podría alegar el recurso, conforme a lo que se dice en la norma que se nos propone.



El Senador señor Navarro no fue elegido para interponer recursos de protección, sino para representar los intereses de la ciudadanía. Entonces, ante un conflicto en su Región o frente a una comunidad desvalida, carente de abogado y sin recursos para contratarlo, o si no hay uno experto en determinada materia, él, legítimamente, recurre ante la Corte respectiva y dice: “Señores Ministros, restablezcan el imperio de la ley, porque existe un acto o una omisión que constituye una flagrante violación a los derechos de un grupo de ciudadanos”. Lo puede hacer. Y, sin embargo, acá le estamos prohibiendo alegar y sostener ante los tribunales los fundamentos de la acción interpuesta.



¡Es una contradicción en su esencia! 



Le garantizo, señor Presidente, que si el Senador señor Navarro fuera mi abogado…

El señor PROKURICA.- ¡Ni Dios lo quiera…!

El señor ESPINA.- No sé si lo es.

El señor COLOMA.- ¡Le gustaría serlo…!

El señor ESPINA.- Bueno: si lo fuera, no  tengo duda de que lo único que él querría sería concurrir al tribunal para explicar los fundamentos del recurso por él interpuesto.



Entonces, no nos equivoquemos. Porque se ha tratado de confundir la situación. Aquí nada tiene que ver el ejercicio profesional lucrativo, que ha quedado clara y totalmente descartado. Aquí nadie está discutiendo la prohibición al Senador de ejercer la profesión de abogado ante los tribunales superiores de justicia con fines de lucro o por ser socio de un estudio jurídico. No lo podría hacer, y no sólo desde el punto de vista legal, sino también desde la perspectiva ética, porque ello estaría en contradicción con el hecho de participar en el nombramiento de los ministros de la Corte Suprema y porque se encontraría defendiendo intereses de un cliente.



Pero, señor Presidente, me parece lo mínimo que sí se le permita actuar en defensa de comunidades desvalidas. ¡Y existen millones de personas desprotegidas! Pensemos en un vertedero, por ejemplo. ¡Me gustaría ver qué abogado va a ir a defenderlas en el caso del vertedero de Vilcún o en el del túnel Las Raíces! No lo conozco yo. No hay. Y esas comunidades, que no tienen cómo interponer un recurso, se ven obligadas a ir a rogarle a la Corte de Apelaciones de Temuco. Porque, como dije, ningún abogado se va a hacer cargo de las causas pertinentes.



En tal sentido, sería perfectamente razonable que el Senador señor Navarro, si fuera abogado, pudiera decir: “Yo recurro de protección, en defensa de mi comunidad, para que se restablezca el imperio del Derecho. Pero, además, quiero dar yo mis argumentos a la Corte, porque conozco el caso perfectamente bien y porque lo estoy haciendo guiado por el interés público”.



Ésa es la diferencia que marca lo que estamos pidiendo, señor Presidente: que se permita proteger el interés público, porque es parte del deber y de la labor de un Senador. No se trata del ejercicio privado de la profesión, pues ha quedado claramente demostrado, con esta norma, que no se puede hacer.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



La verdad es que le hemos planteado  en forma reiterada al Gobierno que la tarea que tan bien describe latamente el Senador señor Espina debe asumirla el ombudsman. Es decir, hay una carencia institucional. Y lo que Su Señoría sugiere es suplirla. Pero es el Estado el que debe garantizar a los ciudadanos la posibilidad de defenderse -en Vilcún, en el Túnel Las Raíces, en fin- frente a los atropellos del propio Estado. Y esa figura se llama “ombudsman” o “defensor del pueblo”.



Quiero decirle al Senador señor Espina -él lo sabe muy bien- que muchas de las tareas que emprendí como Diputado y que ahora llevo a cabo en mi calidad de Senador obedecen a la falta de esa institución. Y planteamos al Presidente Lagos, en su oportunidad, y a la Presidenta Bachelet, ahora, que el Estado debe consolidar la institución del defensor del pueblo. Porque la labor que el colega describe y que él y yo hemos asumido debiera realizarla el propio Estado -no un Senador o un Diputado-, con recursos destinados a asegurar que los ciudadanos serán protegidos de sus abusos. Hemos actuado así por falencia de aquello. Y -reitero- hemos insistido en la necesidad de que exista del ombudsman.



A mi modo de ver, aquí hay una cuestión de principios. Y he preguntado si es posible hacer indicaciones a esta altura del debate porque pienso que el problema radica en que la factibilidad de alegar constituye para el parlamentario un privilegio frente a otros ciudadanos que pueden tener una posición diferente en la medida en que los Senadores participan en el nombramiento de los jueces de la Corte Suprema. Ésa es una ventaja, y una ventaja de los parlamentarios abogados.



En definitiva, no quiero que nadie logre mayores privilegios por el hecho de ser parlamentario o por tener una profesión en particular. Y lo mismo vale para los médicos y para cualesquiera otros profesionales. Yo estoy porque se dediquen a legislar. 



En tal sentido, presenté un proyecto de ley que agrega a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional -si hubiera consenso en la Sala, podríamos incluirlo- un artículo 5º E donde se establece que “Los Diputados y Senadores deberán dedicarse exclusivamente a la labor parlamentaria, salvo las relativas a la labor docente”.



Eso es lo que le hemos pedido al Poder Judicial, señor Presidente. Porque es como si los Ministros de Estado, ejerciendo su tarea (hay muchos abogados en el Gobierno; tal vez, demasiados), pudieran ir a alegar a los tribunales.



Por lo tanto, espero que haya una delimitación de funciones. Porque lo que yo he llamado “monarquía presidencial” -este Gobierno vertical, autoritario, exclusivo, no inclusivo-, claramente, tiene que delegar poder.



Se halla pendiente el debate sobre si ha de haber un sistema semiparlamentario o parlamentario. Pero, en definitiva, el Legislativo debe contar con poder de verdad, no como ocurre hoy día, cuando es el Ejecutivo el que manda, ordena, determina. En efecto, las atribuciones de este Parlamento siguen siendo escasas y no dan cuenta del depósito de la soberanía que la ciudadanía ha hecho en nosotros.



En consecuencia, la dedicación exclusiva debe ser un tema de debate. Y, en mi concepto, quienes participaron en el trabajo de la Comisión debieron incluirlo. 



Siento, señor Presidente, que la posibilidad de privilegiar a un tipo de profesionales para realizar cierta actividad de manera exclusiva genera una discriminación que, aun siendo positiva, no deja de ser tal.



Por otro lado, el artículo 54 del proyecto plantea que los Ministros no podrán ser citados más de tres veces a una misma Comisión. No me gusta esa figura. En lo personal, siento que si es necesario citarlos cuatro veces, debe hacerse. No podemos seguir cediendo facultades…

El señor COLOMA.- Eso viene después, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Correcto; lo veremos en su oportunidad.



Pero, sobre el punto específico que nos ocupa, pregunto a las distintas bancadas, tanto de Gobierno como de Oposición, si vamos a aceptar que cualquier parlamentario pueda dedicarse a sus negocios, a legislar y a alegar en la Corte.



Yo tiendo a ser proclive al argumento del Senador señor Espina, pero sólo si efectivamente, de manera decidida, hubiera dedicación exclusiva en todos los ámbitos, con la sola excepción que él mencionó. Porque alguien que ejerce en el mundo de los negocios puede no alegar en la Corte pero sí tener otra línea de intereses. O sea, puede ser dueño de un vertedero, Senador señor Espina -eso es lo que quiero decir-, y, por lo tanto, tener intereses anexos porque realiza actividades económicas. Puede haber fideicomiso ciego o cualquier otra fórmula. Muchos parlamentarios son, legítimamente, empresarios, y llegaron con el voto popular al Senado o a la Cámara de Diputados. Y eso es legitimidad. Pero, a la hora del ejercicio de la vocación o de la voluntad de ser parlamentario, si hubiera claridad absoluta respecto de no tener otro tipo de actividad, salvo la que plantea el Senador señor Espina, yo lo acompaño en la votación: se puede alegar. Pero si el Diputado o Senador tiene otro vínculo o negocio y el alegato cruza intereses, vamos a estar ante una contradicción, pues el dueño del vertedero de Vilcún o la empresa que construye el túnel Las Raíces perfectamente podrá decir: “Aquí hay intereses de por medio”. Y en el Senado hemos tenido ejemplos claros de eso en el pasado, a la hora de debatir las leyes. Pero la comunidad nos pide máxima transparencia.



Por consiguiente -no sé si va a haber ocasión de presentar indicaciones-, estoy dispuesto a apoyar la posibilidad de que los parlamentarios aleguen en el tipo de causas que planteó el Senador señor Espina, siempre y cuando existan dedicación exclusiva e inhabilidad absoluta en todo otro tipo de intereses que no sean los detallados expresamente en el artículo en debate.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a dividir mi intervención en los dos puntos que se están discutiendo.



En primer término, me referiré al que planteó el Senador señor Espina. 



La verdad es que en la Comisión habíamos establecido en un principio el criterio de no permitir el alegato de abogados. Sin embargo, después consignamos varias excepciones, debido a que nos pareció razonable que, en ciertas circunstancias, el parlamentario que es abogado pueda ejercer también su profesión.



Por ello, el artículo acordado dispone que “Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales Superiores de Justicia, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.”.



Y agrega: “Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.”.



Lo que plantea el Senador señor Espina parece del todo razonable, señor Presidente. La cuestión estriba en que hablar de “interés público” tampoco resuelve el problema. Porque el vertedero que mencionó Su Señoría o las dificultades que cada uno de nosotros conoce en su Región probablemente no constituyen interés público sino privado, donde uno tiende a defender al más pobre o al más débil. En eso estoy plenamente de acuerdo. Y creo que no debiera haber oposición. Porque, finalmente, lo que estamos planteando es que debe existir la alternativa de que el parlamentario represente a la ciudadanía en los casos en que no es factible otra solución. Y por eso incluimos como excepción el narcotráfico. Porque, además, ingresó al Congreso un proyecto donde se incluyen ciertas figuras protectivas hacia los parlamentarios en tal sentido.



Entonces, no parece ilógico lo que plantea el Senador señor Espina. 



Por otra parte, si uno llega a la conclusión -me refiero a lo expresado por el Honorable señor Navarro- de que ningún Parlamentario puede ejercer su profesión, sino sólo la actividad propia del cargo, entramos en un tema complejo.



Y, de hecho, la norma en estudio es complicada. Ello, incluso, desde el punto de vista constitucional, porque estamos limitando el ejercicio de una profesión legítimamente adquirida por cada uno de ellos.

El señor ALLAMAND.- ¡Así es!

El señor GÓMEZ.- En ese caso, deberíamos prohibir también el ejercicio profesional de los médicos, entre otros.



Por eso digo que, en el sentido en que plantea la cuestión el Senador señor Espina, me parece razonable que asimismo exista esta válvula que permita, de alguna manera, resolver el problema -a mi juicio, la fórmula propuesta no lo logra- de cómo uno defiende, en la Región que representa o en otras circunstancias, ciertos intereses importantes que otros no pueden sostener o que no lo hacen por sentir terror ante las organizaciones a las cuales es preciso combatir, al tratarse de poderes económicos, de mafias, en fin.



Al respecto, no tengo inconvenientes en señalar, desde mi punto de vista -no expreso otro en este momento-, que, de haber una fórmula de solución para el problema, estoy de acuerdo con ella.



El segundo punto tiene que ver con la otra materia, más debatida, referente al pronunciamiento de la mayoría de los miembros de la Comisión en orden a prohibir alegar ante el Tribunal Constitucional.



Sobre el particular, cabe tener presente el aforismo que señala que donde existe una misma razón debe existir la misma regla. Nosotros establecimos el criterio de que no resulta razonable que parlamentarios que son abogados puedan alegar ante los tribunales superiores, porque se registra una serie de circunstancias con relación a ese aspecto. Es preciso considerar que los Diputados se encuentran facultados para acusar constitucionalmente a un juez. Y median situaciones que pueden dar lugar a una presión: al Senado le corresponde aprobar la designación de ministro de la Corte Suprema. En definitiva, concurre una serie de factores que nos permiten acceder a ese estamento con mejores posibilidades que otras personas.



En tal sentido, la Constitución contiene normas que establecen casi una simbiosis en las relaciones entre estos Poderes del Estado, y, fundamentalmente, tratándose del Parlamento y el Tribunal Constitucional.



Pienso que no es razonable que en este foro discutamos políticamente un tema y que, después, en un caso particular, cuando se pierde la votación, terminemos ante el Tribunal Constitucional planteando una posición jurídica. 



Y lo anterior no es razonable desde el punto de vista político, pero tampoco lo es en cuanto al conflicto de intereses. 



¿Por qué lo señalo? Porque no es cierto que una vez nombrados los miembros de ese organismo no le corresponda nunca más al Senado efectuar la designación de uno de ellos.



El artículo 92 de la Carta Fundamental, en su inciso tercero, dice:



"Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo aquél que lo haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad. 



"En caso de que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero”, etcétera.



Por lo tanto, hay circunstancias en las cuales es posible que la Cámara Alta nombre nuevos integrantes de esa entidad. Creo que en esa situación se puede generar una colisión de intereses. 



Y ello se da especialmente en el caso del Senado. Es algo que planteé en la Comisión de Constitución y que también expondré en forma pública. Existe una relación permanente entre esta Corporación y el Tribunal. Estamos discutiendo el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de ese organismo, por el cual he sido invitado a conversar sobre el asunto. He tenido una relación directa con sus integrantes y, probablemente, muy amistosa. Por tanto, si debiera alegar en esa instancia, sin duda alguna que tendría mayores ventajas para plantear temas de orden político que, finalmente, se transformen en jurídicos.

El señor COLOMA.- ¿Me permite una interrupción, con la venia de la Mesa, Su Señoría?

El señor GÓMEZ.- Sí, señor Senador. Sólo deseo terminar la idea.



Repito que puede originarse una colisión de intereses. 



No es razonable que para un tipo de circunstancias, desde el punto de vista del alegato de un abogado, el tratamiento sea distinto respecto de un tema que no sólo puede afectar a una persona, sino igualmente a muchas. No se debe olvidar que el Tribunal puede declarar la inconstitucionalidad de una norma y, finalmente, sacarla del ordenamiento vigente.



En ese sentido, si mantenemos un criterio y tomamos una decisión sobre un punto determinado, no veo razón alguna, si existen las mismas condiciones, para que no se registre también la votación correspondiente en orden a impedir a los parlamentarios alegar ante dicha instancia.



Lo anterior, más aún cuando el número 14º del artículo 93 de la Carta -lo mencionó el Senador señor Coloma- establece situaciones en que el Tribunal Constitucional puede pronunciarse sobre asuntos esenciales para los legisladores. Esa disposición, en efecto, determina que es atribución de dicho organismo “Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios”.



Y el número 15º, a su vez, hace referencia a “Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario”, tratándose de la renuncia al cargo.



Por lo tanto, existen relaciones tan directas entre el Tribunal Constitucional y el Congreso que, desde el punto de vista de la colisión de intereses, debiéramos contemplar, en el caso que nos ocupa, la misma fórmula que consideramos para impedir que los legisladores aleguen ante los tribunales superiores de justicia.



He dicho.

El señor COLOMA.- ¡Gracias por la interrupción, Su Señoría...!

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el Honorable señor…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he seguido con mucha atención el debate. Y creo que aquí hay tres aspectos distintos, a los cuales me referiré sucintamente, para luego plantear una sugerencia que puede ayudar a resolver el problema.



En primer lugar, deseo destacar que existe, a lo menos, algún acuerdo: no correspondería que los legisladores alegaran ante los tribunales superiores de justicia, como quien dice, en asuntos comerciales. No resultaría razonable que lo hicieran en un litigio absolutamente de carácter comercial o profesional. Ahí es evidente que surge una incompatibilidad. 



Y de la discusión fluye claramente que en ese punto existe acuerdo, lo cual, de alguna manera, está recogido en el nuevo inciso tercero propuesto.



En seguida, lo relativo a la dedicación exclusiva es un asunto mucho más complejo, obviamente. Y, por eso, creo que amerita que se analice de otra forma.



Por ejemplo, ¿podría ejercer su profesión un parlamentario que fuera arquitecto y construir una casa para un particular que se lo solicitare? ¿Y correspondería que el Congreso le expusiera: “Usted no puede realizar esa actividad”? ¿Y a un Senador o a un Diputado que fuera agricultor se le podría decir: “Mientras usted sea legislador no podrá administrar una parcela o una propiedad”?



Por lo tanto, la dedicación exclusiva es distinta de los conflictos de interés. Creo que son cosas que, en consecuencia, deben ser tratadas por cuerdas separadas.



Pero lo claro es que el inciso tercero planteado genera un adecuado consenso.



El problema lo tenemos con los nuevos incisos cuarto y quinto.



Y, en verdad, señor Presidente, en el inciso cuarto se observan, a lo menos conceptualmente, dos dificultades bastante graves, que sería preciso solucionar.



La primera de ellas es que los señores Senadores que redactaron la disposición hicieron presente un conjunto de excepciones en las que se podría ejercer como abogado patrocinante o apoderado -aquí ya se han mencionado-: la de delitos de connotación terrorista o que tengan que ver con el tráfico de estupefacientes, o bien, la de aquellos que funcionarios públicos cometan contra la probidad.



Lo que ocurre es que esa enumeración, tan taxativa, queda corta, evidentemente. Es objetivamente estrecha. Y, en consecuencia, conforme a la misma lógica expresada por el señor Presidente de la Comisión de Constitución, debieran recogerse los argumentos dados en virtud de otras disposiciones de similar naturaleza, que en el debate se han englobado como causas de interés social o colectivo. Porque donde existe la misma razón, debiera existir la misma disposición.



Es decir, resulta evidente que las tres excepciones que el inciso cuarto establece al principio de que los parlamentarios no pueden comparecer ante los tribunales superiores de justicia para alegar quedan cortas, son demasiado estrechas -repito-, y, en consecuencia, debieran ampliarse. Eso dice el sentido común.



Ahora, en la misma línea, sí surge una incongruencia manifiesta, que es la siguiente -y de alguna manera así lo expresaron los Senadores señores Coloma y Espina, pero quisiera insistir al respecto-: ¿qué razón habría para que un parlamentario pudiera interponer una acción judicial y no le fuese posible alegarla ante los tribunales de justicia?



La intervención del Honorable señor Navarro me sorprendió, porque la verdad es que pensé que iba a argumentar exactamente en el sentido opuesto. Su Señoría interpuso hace pocas semanas un recurso de protección respecto del Transantiago.



Lo absurdo sería que se le permitiera a un parlamentario interponer un recurso de protección y que, en el evento de que fuese abogado, no tuviera la posibilidad de alegar precisamente la causa de la cual es autor y que genera el impulso.



Porque ahí sí que corresponde aplicar la norma de que quien puede lo más, puede lo menos.



Para este efecto, ¿qué significa “poder lo más”? Significa el poder ser titular de la acción.



El que sea o no abogado es una cuestión secundaria. Lo que resulta completamente absurdo -reitero- es que pueda interponer una acción y, simultáneamente, no sea posible que se haga cargo de ella ante los propios tribunales. Eso simplemente contraría el sentido común.



Si se argumenta, por ejemplo, que la razón para ello es que habría una suerte de presión ilegítima frente a los tribunales, hago presente que la verdadera presión, ¡por favor!, en el evento de existir, se ejerce por interponer la acción, no por la persona que la alega.



Entonces, ésta es una cuestión absolutamente elemental: si se autoriza a un parlamentario para interponer un recurso de protección ante los tribunales de justicia, no existe ninguna razón para que, si es abogado, no pueda alegar la causa que él mismo inicia. De otro modo, se contraría el más elemental de los sentidos comunes.



Si se dice: “Usted no puede alegar, porque ello, de alguna manera, importa un conflicto de intereses” -o bien, una presión indebida-, el sentido común indica que lo que debiera exigirse es que no se pueda interponer la acción, porque eso es lo que realmente genera la situación de que se trata.



Por consiguiente, aquí hay una cuestión totalmente obvia, de sentido común, repito.



En tercer lugar está lo relativo al Tribunal Constitucional.



La verdad de las cosas es que aquí se han hecho presentes -no sólo en esta sesión, sino, asimismo, en general, cuando hemos discutido sobre estas materias- dos tipos de argumentos.



Algunos señores Senadores, de alguna manera, han cuestionado la esencia misma del requerimiento. Y, básicamente, el razonamiento fluye de la siguiente manera: no correspondería recurrir ante el Tribunal Constitucional frente a una ley que se estimase inconstitucional.



Pero eso también es contrario al sentido común: la propia Carta establece el derecho de los parlamentarios en ese sentido. Más aún, son los únicos que pueden hacerlo.



En la misma lógica con miras a la coherencia, fíjense, señores Senadores, en qué situación se coloca a los parlamentarios: pueden interponer el requerimiento, pero, simultáneamente, no pueden alegarlo ante quienes lo interponen.



¿Y cuál sería la acusación que se les formularía? Desde un punto de vista político, la siguiente: “Los parlamentarios interponen el requerimiento, pero, posteriormente, esconden la cabeza y echan por tabla (como se diría vulgarmente) a un abogado externo, para que concurra al Tribunal Constitucional a defender las posiciones que ellos mismos han hecho presentes en la Sala y que están reiterando frente a ese organismo”.



Entonces, a propósito de lo expresado por el Senador señor Gómez, Presidente de la Comisión de Constitución, deben existir la misma lógica y coherencia.



Así como no es razonable permitir a una persona que interponga un recurso de protección y que no pueda alegarlo, igualmente no lo es que la Carta disponga que los parlamentarios sí pueden recurrir ante el Tribunal Constitucional, que son los únicos que pueden hacerlo, y, en forma simultánea, no sea posible que aleguen, en rigor, una causa que definitivamente es propia. Porque si hay una causa propia -por así decirlo- es precisamente ésa.



¿Quiénes son los únicos que pueden interponer un requerimiento ante el Tribunal Constitucional? Los parlamentarios. Pero entonces se les dice: “Sí. Están autorizados para interponerlo; pero si alguno de ustedes es abogado, se encuentra inhabilitado para alegar.”.



Resulta evidente, por lo tanto, que existe una falta de coherencia.



Tanto respecto del segundo punto en discusión como del tercero, por ende, y sobre la base de las expresiones del señor Presidente de la Comisión de Constitución y de algún modo, también, de las del Senador señor Navarro, quisiera hacer presente lo que sigue.



En muchas oportunidades, señor Presidente, usted ha dicho que no es una buena fórmula legislativa el pretender redactar las disposiciones en la Sala, porque, obviamente, no es la mejor manera de hacerlo. Por mi parte, solicito que la proposición en estudio -que es tan importante- vuelva a la Comisión y que, en la misma línea señalada por el Presidente de ese órgano técnico, Senador señor Gómez, se busque ahí una redacción que resuelva al menos lo relativo al segundo de los incisos propuestos.



Me parece que eso define el asunto, permite encontrar un acuerdo razonable y hace posible zanjar legislativamente una situación que hoy día, en forma objetiva, no está bien resuelta.



Creo que ello se puede hacer de una manera rápida. Estoy seguro de que, con el debate producido en la Sala, la Comisión puede proponernos, en brevísimo plazo, una solución a las materias que estamos debatiendo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, no me referiré al segundo de los incisos propuestos. Voy a concordar absolutamente con el Senador señor Allamand respecto a la posibilidad de ampliar lo que signifique el interés público, el interés social relevante, y dejar constancia de ello.



Me ocuparé, precisamente, en el tercero de los incisos planteados, y formularé exactamente la misma proposición, pero por una razón que hasta aquí no he escuchado consignar.



Esa disposición es de una amplitud total: “Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.



En principio, ello me parece correcto, aun cuando exista argumentación en contrario. Pero al menos quiero dejar constancia, de no haber algún tipo de limitación respecto del ejercicio de Diputados y Senadores como abogados patrocinantes ante el Tribunal Constitucional, de que en la cuestión median razones de carácter político y ético.



Primero que nada, cabe recordar que no sólo los parlamentarios pueden recurrir ante ese organismo: también puede hacerlo el Ejecutivo.



En segundo lugar plantearé un símil. Resulta que, de acuerdo con el artículo 19 de la Constitución, tenemos garantías, derechos y libertades. Y una parte de ellos -sólo una parte- están amparados con el recurso de protección, que son los que dispone el artículo 20. No tenemos, por ejemplo, un recurso de protección para proteger el medio ambiente.



Entonces, se podría presentar un problema que sería dramático: que en una discusión que se esté planteando sobre constitucionalidad, respecto de intereses privados -como la libertad económica o las facultades del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para resolver asuntos que hoy día aún no se suscitan-, y en que un cierto grupo de parlamentarios estén defendiéndolos por la vía del debate de una iniciativa legal, nos encontremos con que, en la realidad, un Diputado o un Senador pueda concurrir a alegar, en el fondo, por dichos intereses.



Lo anterior me parece, no sólo grave, sino también antiético y profundamente antipolítico.



Ese análisis no lo he escuchado. Y me parece que el punto es de una gravedad tal que no podemos pronunciarnos en este momento por un “sí” o un “no”. Porque, al menos en esa situación, prefiero la prohibición absoluta a la libertad absoluta.



Si ya se presenta la complejidad suficiente de lo que significa la acción política, el buen deseo -que no me cabe ninguna duda de que cada uno de nosotros debe tener en su corazón- de representar a la sociedad, no puede ocurrir que el día de mañana una oveja negra se encuentre en la situación descrita y resultemos todos marcados como defensores de los grandes poderes fácticos.



Como está planteado, me parece extraordinariamente peligroso el inciso, señor Presidente. De ahí que concuerdo en la conveniencia de que la proposición vuelva a la Comisión, porque creo que necesariamente requiere un estudio de mayor cuidado.



Reitero que la propia Carta, al señalar una limitación en la defensa de los derechos, libertades y garantías en el artículo 20, nos está indicando el camino que debemos seguir con relación al tercero de los incisos propuestos, relativo a la facultad de los parlamentarios para alegar ante el Tribunal Constitucional.



Si debiera votar hoy día, tendría que hacerlo necesariamente a favor de la disposición, como se ha planteado, porque no estoy dispuesto a correr el riesgo a que he hecho referencia.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, la proposición volverá a la Comisión para el efecto indicado.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre la proposición de la Comisión, en su segundo informe, tendiente a suprimir el número 15 del artículo único del texto aprobado en general, que dice: “Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:”, indicándose luego la modificación respectiva.



Votaron por dicha supresión los Honorables señores Gómez, Larraín y Prokurica, y por mantener la norma, los Senadores señora Alvear y señor Muñoz Aburto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor NARANJO.- ¿La norma requiere quórum especial, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor ESPINA.- ¿Para pronunciarse a favor del informe hay que votar que sí?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Efectivamente, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- ¡Hay Comisiones trabajando!

El señor ESPINA.- ¿Podría hacer sonar los timbres, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Están sonando, señor Senador.

El señor ESPINA.- ¿Cómo opera el quórum en esta oportunidad?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Todos los artículos tienen carácter orgánico constitucional, Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (25 votos afirmativos) y se deja constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.


Votaron los señores Allamand, Alvear, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Larraín, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como se rechazó el número 15, se mantiene el texto original.



En seguida, la Comisión sugiere...

La señora MATTHEI.- ¡Un momento, señor Presidente!

El señor ESPINA.- Entiendo que se acogió lo que indicaba el informe.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por supuesto, señor Senador. Se aprobó la proposición de suprimir el referido numeral. 

El señor ESPINA.- Que es lo que nosotros planteábamos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- O sea, el artículo 31 queda tal como está en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se votó, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La proposición de la Comisión, en su segundo informe, que suprime la modificación, aprobada en general, que sustituía el artículo 31 por otro.

El señor LARRAÍN.- ¡Ah, perfecto!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En consecuencia, dicha norma queda como está en la ley vigente.



La siguiente sugerencia de la Comisión es una enmienda al artículo 53 aprobado en general. Dice: “b) Agregar a su inciso tercero la frase “quienes serán elegidos por sorteo” precedida de una coma (,) y seguida de un punto (.)”.



En consecuencia, dicha disposición quedaría así: “Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados, quienes serán elegidos por sorteo.”.

El señor ESPINA.- ¿Toda la discusión es por una coma?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador. Se agrega también la frase que leí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, éste es un tema que ha dado para muchos debates en la Cámara de Diputados. 



A mi juicio, una de las razones por las que se ha desprestigiado a las comisiones investigadoras es porque, en la práctica, cuando se constituyen, los partidos de Gobierno buscan integrarlas con parlamentarios que aseguren una mayoría, para defender al ministro o a la autoridad en cuestión. Por su parte, la Oposición también envía a sus representantes.



¿Por qué proponemos agregar que los miembros de esos órganos sean elegidos por sorteo? Porque ésa es la fórmula establecida para las acusaciones constitucionales. Así, a  lo menos el azar puede evitar que se den órdenes de partido y que las referidas comisiones se integren con traje a la medida para resolver las investigaciones de la Cámara de Diputados.



No se está prohibiendo la asistencia de los parlamentarios a las comisiones investigadoras, porque cualquiera puede concurrir a sus reuniones. Se pretende que su integración sea por sorteo y no en función de la mayoría parlamentaria que haya en un momento determinado.



Creo que la norma en cuestión ayudará a que tales órganos queden conformados por una mayoría distinta de la que existe en la Cámara Baja, lo cual terminaría con el desprestigio permanente de que han sido objeto, considerando que las comisiones son un traje a la medida que no llevan a nada, pues han tenido malos resultados a través de la historia de esa Corporación. 



Pienso que de esta manera se puede revertir el problema.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, en una dirección absolutamente contraria a la que se acaba de señalar, estimo que la Cámara de Diputados es una cámara política; por consiguiente, no puede abstraerse de esa situación.



Muchas veces las comisiones investigadoras tienen un evidente sesgo político y una clara intención política; de modo que no parece apropiado que tales órganos se constituyan por un mero sorteo, más todavía si en éste no queda reflejada la representación parlamentaria que existe en esa Corporación.



Cuando se trata de acusaciones constitucionales a altas autoridades de la República, sí corresponde que su conformación sea por sorteo, porque en esos casos su finalidad es otra y su naturaleza es distinta.



Por eso, señor Presidente, no comparto en absoluto la proposición de que las comisiones investigadoras sean integradas mediante sorteo y no por la representación con que cuenta cada partido político en la Cámara Baja.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de acuerdo con lo planteado por el Senador señor Prokurica, claramente se busca que los miembros titulares elegidos por sorteo sean inamovibles. Pero ello no ocurre. 



La modificación propuesta no se compadece con el objetivo perseguido, porque los integrantes de las comisiones investigadoras, aunque fueran nombrados por sorteo, después podrían ser reemplazados. Así ha ocurrido muchas veces: se ha escogido a parlamentarios y, posteriormente, los jefes de partidos o de bancadas los han sustituido por otros.



Por lo tanto, esta proposición no resuelve el problema.



La debilidad estructural de esos órganos en alguna oportunidad me ha llevado a señalar que debería haber una comisión investigadora que analizara la situación de las comisiones investigadoras. Porque la verdad es que éstas no han arribado a buen puerto y sufren un grave desprestigio por las conclusiones a que llegan o por la metodología empleada. Los resultados de ellas no se van a resolver con una tutela orientada a su composición. Debe haber un mecanismo de reemplazo, por enfermedad, por ausencia; de lo contrario, serán los partidos los que sustituyan a los integrantes. 



Pienso que el hecho de que éstos sean elegidos por sorteo no representa un cambio que permita alcanzar el objetivo indicado por el Senador señor Prokurica. 



Por lo tanto, tal como fue redactado el precepto aprobado en general y a la luz de lo planteado por el Senador señor Naranjo, resulta claro que igual se determinará quienes integran tales comisiones. Para ello uno apela a la responsabilidad de las bancadas y los partidos, y a la especialización. El sorteo introduce un elemento complejo. Como existen 18 comisiones y lo que allí se requiere es que haya una responsabilidad política asociada a la especialización del tema investigado, la facultad de las bancadas para definir los miembros de aquéllas es una atribución política que debe apelar a la responsabilidad por la eficacia de las comisiones, razón por la cual el hecho de que éstas se politicen no me parece un argumento valedero.



En mi opinión, existen otras deficiencias, que dicen relación a que, en definitiva, los informes de esos órganos siempre se dividen en votos de mayoría y de minoría que representan, no el resultado de la investigación, sino un acuerdo político. Pero ése es un tema que no está presente en la norma en debate.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación la proposición de la Comisión, contenida en su segundo informe, consistente en agregar en el inciso tercero del artículo 53 la frase: "quienes serán elegidos por sorteo", refiriéndose a los miembros de las comisiones especiales de investigación.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición (13 votos a favor, 11 en contra y una abstención), por no haberse reunido el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Matthei, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se requerían 22 votos favorables. No se alcanzó el quórum.

El señor ESPINA.- Entonces, señor Presidente, no se podría aprobar ninguna otra norma.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador. Se registraron 13 votos a favor, 11 en contra y una abstención. O sea, en este momento hay en la Sala 25 señores Senadores, lo cual permitiría aprobar cualquier otra disposición del proyecto.



Lo que pasa es que en esta votación no se logró el quórum constitucional necesario para aprobar la proposición.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, habría que repetir la votación, entonces, porque hubo una abstención.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No corresponde, señor Senador.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Según el Reglamento, una votación debe repetirse sólo cuando las abstenciones influyen en el resultado, y en este caso eso no ocurre.

El señor PROKURICA.- La abstención de un Senador -quien luego podría votar a favor o en contra- influye en el resultado. Y no hay quórum…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pero se requerían 22 votos, señor Senador.

El señor ESPINA.- ¡Es que en Croacia no aprendieron a sumar...!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúe, señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por último, Sus Señorías deben pronunciarse sobre el inciso segundo del artículo 58.



El inciso primero dice: “El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.”.  



La Comisión en su nuevo segundo informe propone agregar el siguiente inciso segundo: "Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.".



Esta norma fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Espina, Larraín y Sabag, y se abstuvo -no hubo ningún voto en contra- el Senador señor Gómez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero indicar el sentido de la norma. 



La razón es evidente.



Hoy en día una comisión investigadora puede establecer en su informe responsabilidades políticas -porque éstas son las responsabilidades que deben determinar tales organismos- y no señalar a quiénes les corresponden. Incluso podría estimar que no hay tales responsabilidades, pues no logró precisar a las personas que deben asumirlas. Pero lo que resulta absurdo es que se afirme que existen responsabilidades políticas y no se individualice a los responsables, pese a saber quiénes son. Eso no tiene sentido. 



Por lo tanto, la norma planteada -que nadie ha rechazado- dispone lo siguiente: "Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos...

El señor PIZARRO.- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega, para hacer una consulta?

El señor ESPINA.- Por supuesto, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede usar de la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Gracias, señor Presidente.



Quiero entender bien el tema, así que voy a poner un ejemplo para saber de qué estamos hablando.



Hace poco tiempo, una comisión investigadora emitió un informe relativo a los programas de generación de empleo y a la responsabilidad política que cabía, en algunos casos, a parlamentarios, y en otros, a distintas personas que aparecían involucradas en los hechos. Entiendo que la discusión giró en torno de si se colocaba o no en el informe el nombre de esas personas. Finalmente, se acordó hacerlo en términos generales y eso originó un debate. 



Con la norma propuesta, existiría una obligación. O sea, si una comisión llegara a la conclusión de que hay responsabilidad, estaría obligada a indicar el nombre de quienes debieran asumirla.



¿Eso es así?

El señor ESPINA.- Correcto.

El señor PIZARRO.- Entonces, señor Presidente, habría que votar a favor de esta norma.

El señor ESPINA.- La situación es exactamente como la plantea Su Señoría. 



Si una comisión investigadora sostiene que existen responsabilidades políticas, lo menos que puede hacer es precisar a quiénes les corresponden y cómo llegó a tal conclusión. Eso es lo que indica el sentido común. Si no, se darían responsabilidades políticas genéricas, lo que es contrario a un principio elemental del Estado de Derecho: toda responsabilidad es individual, por lo que debe señalarse, incluso en defensa de las personas que no la tienen.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El inciso, en su parte final, indica claramente que "el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta". 



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no sé si el concepto "responsabilidad política" es definido en alguna parte del texto final del proyecto. Porque es tan genérico como el de "voluntad política", que también se emplea bastante. Siempre se habla de si hay o no hay voluntad política.



Pido a quienes trabajaron en el articulado de la iniciativa que señalen qué entienden por “responsabilidad política”. Porque, en definitiva -quiérase o no- atribuirla en cualquier comisión investigadora es la antesala de la responsabilidad penal o civil. 



En esto yo quiero ser muy claro: al no expresarse dicha definición -salvo que la Versión Taquigráfica de este debate así lo indique-, la responsabilidad política no implica necesariamente -aunque es posible- una de tipo civil o penal, pues aquélla se da a entender de manera tan vaga y genérica como el concepto de voluntad política. Es decir, todos tienen una particular visión de cómo se asume, pero nadie se atreve a precisarla. Creo que la Comisión no la definió por su múltiple variedad de significados. 



En ese sentido, sólo sería sancionable, al parecer, por el electorado. O sea, si alguien tuviera responsabilidad política, podría ser castigado por quienes lo eligieron, en el caso de un parlamentario, o por quien le asignó la responsabilidad, en el caso de un funcionario del Ejecutivo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no sé por qué nos empeñamos en hacer que las cosas no sean palpables en la realidad.



La explicación que dio aquí el Honorable señor Pizarro es clarísima. Ignoro por qué algunos señores Senadores, que incluso fueron Diputados por mucho tiempo, pretenden que sigamos en esta nebulosa, en la que los informes no son ni una cosa ni otra, y en que, cuando existen responsabilidades, no se consignan los nombres de los culpables.



¡Eso es justamente lo que ha traído desprestigio al sector político, a la Cámara de Diputados y a los demás organismos!



Lamento que en el artículo 53 se haya rechazado lo relativo a la integración de las comisiones investigadoras. Esta disposición va en la misma línea. Se trata de “ponerse los pantalones” de una vez por todas y decir: “Éste es el culpable”. Y hacer efectiva su responsabilidad. 



No resulta admisible mantener esto en una nebulosa. Porque todo el mundo ve que se forman comisiones investigadoras; que ellas citan a la gente, pero no hay resultado alguno: no hay culpables. Todo sigue igual. Y a esos mismos funcionarios los destinan a otros cargos y los van renovando.



¡Eso debe terminar!



Se trata de una norma muy precisa; la ha explicado el Senador señor Pizarro, y creo necesario aprobarla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados nunca han tenido resultados muy exitosos. Todos sabemos claramente en qué concluyen: se envían los papeles a la Contraloría General de la República o al Poder Judicial. Eso es lo máximo que consiguen.



Pienso que también debe establecerse, al menos, la responsabilidad política. Y ésta es muy distinta de las de carácter penal o judicial.



Por eso, no cabe tomar en cuenta los casos que se han visto últimamente, sino los que pueden venir hacia delante. La otra rama del Parlamento debe llegar a conclusiones claras y categóricas. Y, por supuesto, consignar en el informe las responsabilidades políticas.



El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero referirme a algo que señaló el Senador señor Navarro.



La verdad es que la doctrina y la jurisprudencia de los tribunales han resuelto fehacientemente los diversos tipos de responsabilidades. Hacerlo en la ley constituiría un error, porque ya se encuentran consagradas: ellas pueden ser administrativas, penales, civiles y políticas.



Las responsabilidades administrativas emanan de las normas del Derecho Administrativo, dependiendo de la institución a la que se pertenezca; las penales, del Código Penal y demás leyes que se dicten; las civiles, de las disposiciones contractuales o extracontractuales que una persona haya suscrito, y las políticas, de la falta de idoneidad en el cumplimiento del cargo en el cual una persona ha sido nombrada.



La decisión sobre cuándo se está en presencia o no de una responsabilidad política la adopta el órgano político: el Congreso. Y para eso existe la acusación constitucional.



Cuando uno lee la historia de la acusación constitucional se da cuenta de que la responsabilidad política, más que tener una causal determinada, sólo implica que la persona no cumple idóneamente un cargo. La valoración de cuándo se desempeña un cargo en forma idónea recae en la Cámara de Diputados, que acusa, y en el Senado, que actúa como jurado y, por lo tanto, resuelve en conciencia. 



Por consiguiente, lo que corresponde decir es que la acusación constitucional determina las responsabilidades políticas de una persona, las que pueden ir acompañadas o no de otras de distinto tipo.



Quizá alguien nunca haya tenido responsabilidad civil, penal o administrativa y que, sin embargo, haya desempeñado en forma poco idónea su cargo. Entonces, el Parlamento tiene pleno derecho a decir: “Mire, este señor no ha cometido delito, pero no ha sido idóneo en el cumplimiento de las obligaciones que emanan de su cargo”. 



Por lo tanto, ésa es la responsabilidad política -la doctrina chilena la ha analizado en innumerables oportunidades- que debe establecerse, tal como aquí se ha planteado.



Y, entre paréntesis, quiero expresar algo a favor de la persona a la que se acusa, que aquí no se ha dicho: la forma como se concreta esa responsabilidad. Porque el informe de la Comisión podría expresar que a tal Ministro le cabe responsabilidad política, pero no consignar cómo se llegó a esa conclusión, con lo cual se causa un daño a dicho personero.



Por eso, considero que la norma fue muy bien redactada por el autor de la indicación, porque dice: “Si usted concluye que hay responsabilidades políticas, tiene dos obligaciones: primero,  individualizar a quiénes corresponden, y segundo, precisar cómo llegó a esa conclusión”. 



No basta con que el informe exprese que una persona tiene responsabilidad política. Es menester que explique cómo definió su existencia. 



Creo que eso constituye también un principio de defensa del funcionario público que está siendo sometido a una acusación de tal naturaleza.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, siento que con el debate que estamos efectuando de alguna forma podría abrirse el camino -aun cuando quizás estuviéramos de acuerdo- a un régimen parlamentario.



En realidad, no es menor la observación que quiero dejar sentada. Porque me parece bien que, en lo que atañe a las responsabilidades políticas, se individualice a la persona  sobre quien recaen cuando se llega al convencimiento de que las hay. Es decir, quién sería acreedor a la acusación y las razones que sustentan tal afirmación. Pero cosa distinta es que, sobre la base de esas eventuales responsabilidades políticas, se pueda llegar a una generalización absoluta.



Por eso, quiero dejar en claro que si el día de mañana una comisión especial investigadora de la Cámara de Diputados deduce que alguien es acreedor a una responsabilidad política, se deberá explicitar -y ello se hará por la costumbre que se habrá de establecer sobre la materia- cuál será la sanción política. Porque alguna tendrá que aplicarse. 



Puede que esa sanción sea una acusación constitucional -por eso, no fue menor el alegato que hizo el Senador señor Prokurica-, siempre y cuando la persona involucrada se halle entre las autoridades susceptibles de ese tipo de acusación. Tal vez no. 



Pues bien, en esos eventos, en que muchas autoridades pueden ser objeto de una acusación política -no me refiero necesariamente a las que la Constitución señala, sino a las otras-, ¿cuál va a ser la sanción?



Pienso que éste no es un tema menor. ¿Cuál será la sanción que dicha autoridad recibirá frente a ese antecedente? ¿Y, dado que tenemos un régimen presidencial, la tendrá que destituir el Jefe del Estado? O bien, si se tratara de un problema más grave, que diera lugar a una acusación criminal, ¿será el Ejecutivo, como superior jerárquico, el encargado de pasar los antecedentes a la justicia del crimen para hacer efectivas las responsabilidades penales o civiles, si hubiese un daño?



De lo contrario -como ha sostenido, con mucha lógica, el Senador señor Prokurica-, va a haber una responsabilidad muy genérica, muy bien planteada, e incluso individualizada con una causa, pero, en definitiva, sin ningún significado en cuanto a nuestro ordenamiento político. Y en vez de que éste se fortalecezca a través de la fiscalización, ocurrirá todo lo contrario. La gente va a decir: “Bueno, dio lo mismo que se nombrara esa famosa comisión investigadora, porque no fue más allá de una mera declaración de principios”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 

 

--Se aprueba el inciso segundo del artículo 58 (27 votos por la afirmativa y 2 abstenciones), con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Gómez y Ruiz-Esquide.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Queda despachado íntegramente el proyecto, excepto en lo relativo al inciso en cuestión del artículo 5º B, que vuelve a Comisión para un nuevo informe.

El señor ESPINA.- No, al artículo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ese precepto fue aprobado por unanimidad. Su Señoría se refirió al inciso.

El señor ESPINA.- No, al artículo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, se llegó a un acuerdo.

El señor ESPINA.- No.

El señor COLOMA.- Sí, así fue.

El señor ESPINA.- Pero se determinó enviar a Comisión los incisos segundo y tercero.

El señor COLOMA.- El artículo completo.

El señor ESPINA.- Perdón, señor Presidente, el Honorable señor Gómez planteó la necesidad de revisar toda la norma.

El señor ALLAMAND.- Lógico. Y se resolvió enviarla a Comisión.

El señor ESPINA.- Fue un acuerdo unánime luego de señalarse la conveniencia de revisar la redacción del precepto. 



¿Qué sentido tendría enviar sólo un inciso, en el que, en definitiva, hay una diferencia imposible de zanjar sino mediante una votación?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo para volver a Comisión el artículo 5º B completo?

El señor ESPINA.- Sí.

El señor COLOMA.- Por supuesto.

 

--Así se acuerda.

)----------(
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¿puedo hacer una petición?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pido que se recabe la autorización del Senado para eximir a la Comisión de Constitución de la obligación reglamentaria de entregar su informe a los señores Senadores con un día de anticipación en el caso del nombramiento de Contralor General de la República, y poder darlo a conocer mañana.

El señor NARANJO.- Sugiero a Su Señoría rendir un informe verbal.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así se ha procedido muchas veces.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que existe acuerdo para acoger esa petición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Mañana se reunirá la Comisión?

El señor GÓMEZ.- Sí, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero que se recabe la anuencia de la Sala con relación al artículo 4º transitorio, nuevo, el que, en la práctica, realiza una especie de blanqueo respecto del tema del secreto.



En efecto, según ese precepto, se entiende que todas las normas relacionadas con el secreto o reserva dictadas con anterioridad a la última reforma constitucional cumplen con el requisito de quórum calificado.



Considero que esa disposición posee algún rango de inconstitucionalidad, pues no respeta el artículo 8º de la Carta, aprobado en este Hemiciclo, y debería ser analizada por la Comisión de Constitución en conjunto con la relativa a la participación de los parlamentarios como abogados en juicios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, como la norma que usted indica no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, fue aprobada en forma reglamentaria.



En consecuencia, correspondería plantear esa petición en el tercer trámite, en la Cámara de Diputados.

El señor ROMERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ROMERO.- Señor Presidente, el problema planteado por el Honorable señor Prokurica es bastante delicado, ya que, en definitiva, apunta a que el artículo 4º transitorio, nuevo, contenido en el numeral 26,  da por sentado que se cumplió con un quórum que no existió. En la práctica, uno no puede presumir un quórum, en particular cuando se trata de excepciones a una disposición establecida en la Constitución Política de la República.



Como el asunto es muy de fondo, yo solicitaría a la Comisión técnica que lo estudiara, porque al final podemos encontrarnos con que el Tribunal Constitucional observe dicha norma. El artículo 8º de la Carta es decisivo para transparentar y dar publicidad a los actos y resoluciones de los órganos del Estado.



Entonces, el hecho de que el artículo 4º transitorio, nuevo,  propuesto exprese que se presume -porque, en verdad, lo que hace es presumir- cumplido el quórum constitucional respecto de preceptos legales anteriores a la última reforma del Texto Fundamental, me parece un verdadero blanqueo.



Comparto -repito- el criterio sustentado sobre el particular por el Senador señor Prokurica.



Dejo constancia de esa situación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Su Señoría debería haber formulado antes esa petición. Dicho precepto ya está aprobado. 



Lo lamento. 

El señor ROMERO.- Está bien, señor Presidente. Pero resulta que también es nuestra obligación representar la situación, porque recién nos dimos cuenta de ese problema. Y no lo hicimos con anterioridad porque no lo habíamos visto en esa perspectiva.

APLICACIÓN DE NORMATIVA PARA BICICLETAS A VEHÍCULOS CON MOTOR DE HASTA 50 CENTÍMETROS CÚBICOS

(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Novoa, sobre modificación de la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4720-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Novoa).


En primer trámite, sesión 76ª, en 12 de diciembre de 2006.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es que no se considere vehículo motorizado y se rija por las normas aplicables a las bicicletas el transporte de dos o tres ruedas, con motor fijo o agregado, igual o menor a 50 centímetros cúbicos, como motocicletas, motonetas, bicimotos y otros similares; que a sus conductores se les exija la licencia no profesional clase C, haber cumplido 14 años de edad y contar con la debida y expresa autorización de sus padres, apoderados o representantes legales. 



La Comisión discutió sólo en general el proyecto y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cantero, Muñoz Barra, Novoa y Orpis. El texto correspondiente se trascribe en el informe. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto. 



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, como se señaló, esta iniciativa se encuentra en primer trámite constitucional y fue presentada por el Senador señor Novoa el 6 de diciembre de 2006 como una forma de incentivar el uso de medios de locomoción baratos y poco contaminantes y de evitar que las personas que los utilizan -según él mismo pudo constatar, por los comentarios recibidos en su blog- sean multadas por no cumplir con una serie de requisitos bastante absurdos -como Sus Señorías podrán notar- y que no se justifican para ese tipo de vehículos. 



El proyecto establece para las bicimotos, bicicletas mosquito, bicicletas eléctricas, escúteres, motonetas y demás vehículos de dos o tres ruedas con motor igual o menor a 50 centímetros cúbicos la misma regulación aplicable a las bicicletas, porque hoy día se les considera vehículos motorizados. Ello significa que deben cumplir con todos los requisitos que la ley les exige: licencia de conducir clase C, placa o patente única, permiso de circulación, revisión técnica, certificado de seguro obligatorio de accidentes e inscripción en el Registro de Vehículos Motorizados. 



Al parecer, son demasiadas exigencias, por ejemplo, para una simple bicicleta mosquito. 



Los problemas generados por el Transantiago a miles de chilenos, como esperar en colas para subir a un bus; viajar largas distancias de pie y apretados; caminar muchas cuadras, a veces de noche; en fin, han llevado a innumerables personas -sobre todo a jóvenes, especialmente de escasos recursos- a usar bicicleta para trasladarse de un punto a otro, a la que añaden un pequeño motor cuando deben recorrer varios kilómetros. 



Además, deben incurrir en una serie de gastos, ascendentes a alrededor de 120 mil pesos, los que no se justifican para ese tipo de vehículos. Y si no lo hacen, Carabineros les cursa la correspondiente multa por infringir la Ley de Tránsito, la cual puede llegar a 90 mil pesos y hasta duplicarse o triplicarse en caso de reincidencia. 



En cuanto a la licencia de conducir clase C requerida para ese tipo de vehículos, el Senador señor Novoa consideró necesario que sus conductores demuestren, por lo menos, ser capaces de controlarlos, por muy pequeño que sea su motor. Por eso, propone que se permita a los jóvenes de entre 14 y 18 años de edad obtener dicha licencia cuando cuenten con la autorización notarial de sus padres o apoderados. 



Asimismo, Su Señoría estimó que, para la seguridad de los conductores y transeúntes, tales vehículos deberán cumplir con las obligaciones legales y reglamentarias exigibles a toda bicicleta: velocidades máximas, luces fijas, etcétera. 



El Honorable colega ya ha sostenido conversaciones con diversas instituciones sobre el proyecto, como la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET) y la Asociación de Automovilistas de Chile, las que han formulado algunas propuestas, por lo que solicita abrir un plazo para formular indicaciones. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Se aprueba en general la iniciativa y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 16 de abril, a las 12.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

PETICIONES DE OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria. 

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:

Del señor ESPINA:



A la señora Presidenta de la República y a los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y de Agricultura, solicitándoles informar respecto de MEDIDAS CONCRETAS PARA CREACIÓN DE “FONDO DE TIERRAS” PARA PEQUEÑOS CAMPESINOS. A las señoras Contralora General de la República subrogante y Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, pidiéndoles investigar PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN LICITACIÓN DE PROYECTO “CONVOCATORIA PARA EL DESARROLLO DE PROYECTOS DE ECOTURISMO EN ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS POR EL ESTADO”, DESARROLLADA EN 2005. 



Al señor Ministro de Obras Públicas, demandándole ejecutar ASFALTADO DE CAMINO INTERNACIONAL MELIPEUCO-ICALMA. A los señores Alcalde, Director de Obras Municipales y Director del Servicio de Salud de Collipulli, requiriéndoles REEMPLAZO DE CAÑERÍAS DE ESTACIÓN MÉDICA SANTA JULIA Y CONSTRUCCIÓN DE CASA PARA PARAMÉDICO DE ESTACIÓN DE SALUD. A los señores Alcalde y Concejales de Angol, Collipulli, Renaico, Los Sauces, Purén, Lumaco, Ercilla, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Lautaro, Galvarino, Vilcún, Perquenco y Melipeuco, reiterándoles oficios atinentes a NÓMINA Y UBICACIÓN DE PUENTES, RUTAS Y CAMINOS PÚBLICOS EN MAL ESTADO Y NÚMERO DE AFECTADOS EN SECTOR NORTE DE REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Y a la señora Directora Ejecutiva de Fundación Integra, remitiéndole antecedentes relativos a SITUACIÓN LABORAL DE PERSONA QUE INDICA.


Del señor FREI: 



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole estudiar la factibilidad de llevar a cabo PAVIMENTACIÓN DE CAMINO ENTRE VALLE ALEGRE Y PUCHUNCAVÍ (Quinta Región).



Del señor HORVATH: 



Al señor Ministro de Obras Públicas, planteándole CONSTITUCIÓN DE UNIDAD ESPECIAL PARA REVISIÓN DE CAUDALES DE DISEÑO Y PERÍODOS DE RETORNO, Y PROTECCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS ALEDAÑAS A RÍOS. A la señora Ministra de Salud, requiriéndole informar sobre INVESTIGACIÓN POR PÉRDIDAS DE BIOPSIAS EN HOSPITAL REGIONAL DE AISÉN, y respecto de ESTADO DE AVANCE DE INVESTIGACIÓN POR ADULTERACIÓN DE ADN EN HOSPITAL DE PUERTO AISÉN. A la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Secretario Ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Magallanes, solicitándoles proporcionar MAPAS DETALLADOS DE PROPIETARIOS EN TRAMO DE CAMINO CALETA 2 DE MAYO-LAGO ERRÁZURIZ-ROCA PARA FACILITAR CONSTRUCCIÓN DE CAMINOS. Y a los señores Directores Nacional y de la Región de Aisén de SERNAPESCA, planteándoles la  RECONSIDERACIÓN DE RESOLUCIÓN SOBRE IMPEDIMENTO DE COMERCIALIZACIÓN DE SALMÓN PARA CONSUMO REGIONAL EN TODA ÉPOCA DEL AÑO, ESPECIALMENTE EN SEMANA SANTA.



Del señor RUIZ-ESQUIDE: 



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, pidiéndole informar acerca de ESTADO DE ESTUDIO Y/O TRAMITACIÓN DE PROYECTO “CREAR NORMAS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE REPRESAS HIDRÁULICAS EN LA CORDILLERA Y SU REPERCUSIÓN EN LAS ZONAS RIBEREÑAS”.

)----------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista. 



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

REFLEXIONES SOBRE VISITA DE JUAN PABLO II A CHILE. COMUNICACIÓN
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas:



Hace exactamente veinte años Chile entero se conmocionó durante seis días: Juan Pablo II estaba entre nosotros. Fue una luz en días muy oscuros, una voz de aliento en las dificultades de nuestra gente, una esperanza de días mejores.



El Papa recorrió el país de extremo a extremo, entregando su mensaje a todos aquellos que quisieron escucharle. Estuvo en Antofagasta, La Serena, Santiago, Valparaíso, Concepción, Temuco, Puerto Montt y Punta Arenas. Le habló a la familia, a los académicos y hombres de ciencia, a los funcionarios de organismos internacionales, al clero, a los jóvenes, al mundo campesino y a los pueblos originarios, a políticos y trabajadores.



Por casi una semana compartió los sufrimientos de nuestro pueblo, presenció directamente las agudas divisiones de la sociedad chilena y dejó un profundo e imborrable llamado a la paz, al amor y al rencuentro entre los chilenos.



Nos quedaron grabadas muchas imágenes de esa visita: aquella memorable eucaristía con miles de jóvenes en el Estadio Nacional; su peregrinar en el mar en Puerto Montt; el encuentro con pobladores en el parque La Bandera, donde escuchó las angustiosas palabras de la gente más  humilde, perseguida, postergada. Los acogió, compartió sus penurias y les entregó su cariño. “El Papa no olvidará este pan y esta taza de té", les dijo emocionado.



Sin duda, el momento que todos recordamos como el más relevante de esa visita fue su conmovedor llamado a la unidad de nuestra patria, cuando en medio de la batalla campal que tenía lugar en el Parque O´Higgins permaneció estoico, desoyó los llamados a culminar rápidamente la ceremonia religiosa y a abandonar el lugar, y nos lanzó aquel imborrable “El amor es más fuerte".



Afortunadamente, los chilenos entendimos el mensaje y a los pocos años dábamos lugar a una pacífica y ordenada transición a la democracia. 



Quienes vivimos en el extremo sur del país aún tenemos un recuerdo más cercano de su visita. El 4 de abril de 1987, Juan Pablo II estuvo en el Estadio Fiscal de Punta Arenas. En esa ocasión miles de magallánicos pudieron agradecerle directamente su gestión para evitar una guerra entre Chile y Argentina.



“Esta tierra, que hace unos años pudo haber sido escenario de un conflicto sangriento entre naciones hermanas, ha sido testigo, por la gracia de Dios, de una paz fraterna y honrosa", dijo el Santo Padre.



Nadie mejor que los magallánicos sabe lo que la paz representa entre nuestros pueblos y lo que pudo significar el horror de la guerra. Hoy, cuando la televisión nos muestra los conmovedores relatos de los sobrevivientes de la Guerra de Las Malvinas, en la cual perdieron la vida cerca de mil soldados de ambos bandos, casi todos jóvenes inocentes que fueron conducidos irresponsablemente a las trincheras, podemos dimensionar lo que pudo haber ocurrido y valorar la intervención de Juan Pablo II.



Curiosamente, el eventual conflicto bélico entre Chile y Argentina estuvo a punto de  enfrentar a nuestros países, justamente en la zona donde se vive una mayor interrelación con sus habitantes. No hay otro lugar de nuestros territorios en que exista un vínculo tan permanente y estrecho entre ambas naciones. La subsistencia en la Patagonia lo hace una condición indispensable. El ir y venir de un lado a otro de la frontera es incesante. La abrupta geografía nos hace depender para comunicarnos. Los chilenos no podemos llegar por vía terrestre al norte de nuestro país sin atravesar suelo argentino. Por su parte, los residentes del extremo austral del vecino país no pueden comunicarse con el resto de su patria sin pasar por la parte chilena de la isla de Tierra del Fuego.



Ello ha creado profundos nexos, incluso familiares, que marcan la vida en esas tierras australes. Y, sin embargo,  la guerra estuvo tan cerca de nosotros en aquella Navidad de 1978.



Por eso, quiero recordar la visita imborrable de Juan Pablo II y reiterar, como magallánico, nuestra inmensa gratitud por su labor pacificadora, secundada espléndidamente por el Cardenal Samoré.



Veinte años después de la visita del Papa aún recordamos su paso entre nosotros y quienes profesamos la fe católica esperamos también que su ejemplo de vida pueda ser venerado pronto en los altares.



He dicho.

El señor NARANJO.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, antes de intervenir sobre el tema que me interesa exponer, solicito que en nombre del Comité Socialista se envíe copia del discurso del Senador señor Muñoz Aburto a la Nunciatura Apostólica en nuestro país.

El señor NAVARRO.-  Así es.



--Se anuncia el envío de la comunicación solicitada, en nombre del Comité Socialista, de conformidad con el Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo que aún resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo. 

URGENCIA A PROYECTO DE LEY SOBRE AUMENTO DE SANCIONES A AGRESORES DE CARABINEROS. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor NARANJO.- Señor Presidente, los chilenos no hemos podido dejar de conmovernos ante los actos de extrema violencia que manifestantes cometieron contra las fuerzas de Carabineros, principalmente durante la conmemoración del Día del Joven Combatiente, en que más de 38 funcionarios policiales recibieron lesiones de diversa gravedad, entre ellos tres heridos a bala.



En efecto, hoy nadie puede dejar de reconocer que Carabineros, durante dieciséis años de democracia, ha recuperado la confianza y el reconocimiento de todos los chilenos. No ha sido un camino fácil, sino muy por el contrario extremadamente complejo, que ha estado cimentado principalmente en dos contextos.



En primer lugar, poco a poco han ido quedando en el pasado los recuerdos y resquemores de una parte significativa de la ciudadanía, debido a la labor que Carabineros desarrolló durante el Régimen militar como principal fuerza represiva contra la sociedad.



 En ese sentido, un paso importante lo constituye el hecho de que se ha logrado avanzar en verdad y justicia en casos emblemáticos de violaciones a los derechos humanos, en los cuales resultaron responsables algunos integrantes de Carabineros, como fue el degollamiento de los tres profesionales comunistas (Parada, Nattino y Guerrero) cuya conmemoración realizamos hace pocos días.



En segundo término, dicho camino ha estado cimentado en la sostenida política del Alto Mando de Carabineros de revisión de sus procedimientos administrativos y operativos, haciéndolos más concordantes con un sistema democrático.



A modo de ejemplo, cabe señalar la inmediata separación de la Institución de aquellos funcionarios que cometen excesos, como también la utilización de un número en el casco y en el escudo para permitir la identificación de los efectivos que deben controlar el orden público durante las manifestaciones.



Por eso, cuando vemos las imágenes de tan cobardes agresiones, los chilenos expresamos nuestro rechazo con fuerza y decisión, y cerramos filas sin vacilar junto a nuestros carabineros. En democracia, no existe ni existirá nunca razón ni justificación algunas para permitir este tipo de conductas de parte de manifestantes o delincuentes, sean éstos comunes o subversivos.



Señor Presidente, tal como ha ocurrido en ocasiones similares, las autoridades han expresado su voluntad de realizar todo lo que esté a su alcance para que quienes cometieron esas agresiones brutales y sin sentido sean castigados con el máximo rigor de la ley.



No obstante, todos sabemos que una cosa es la voluntad y otra la realidad, y que, por tanto, los culpables no serán sancionados, como ha ocurrido en oportunidades anteriores. Y esto es válido para quienes agreden a carabineros en manifestaciones públicas o en actos delictuales.



Diversas estadísticas de la policía uniformada demuestran un sostenido aumento en las agresiones y ataques en contra de ella. Entre 2002 y 2005, las agresiones aumentaron en 400 por ciento. Similar situación han sufrido los funcionarios de Investigaciones y Gendarmería.



De igual forma, cada vez son más numerosos los detenidos en manifestaciones públicas, lo cual nos permite deducir una mayor agresividad contra Carabineros.



Señor Presidente, no podrá haber una real agenda antidelincuencia, sea común o subversiva, si ésta no contempla la máxima protección de quienes forman parte de las fuerzas de orden de nuestro país. Y eso pasa por aumentar las sanciones a sus agresores.



El Estado tiene el deber de proteger a sus funcionarios policiales y de Gendarmería, quienes se encuentran en la primera línea de combate contra la delincuencia común y subversiva.



Sin embargo,  no es posible obviar que las actuales sanciones son extremadamente leves y que no desincentivan el accionar de los delincuentes comunes y subversivos. Muy por el contrario, tal como ocurrió en los hechos del 29 de marzo recién pasado, las agresiones contra Carabineros han aumentado en violencia y en número.



¡La democracia debe protegerse frente a quienes pretenden pasarla a llevar!



Por lo anterior, conscientes de esta situación, el 26 de julio de 2006, conjuntamente con el Presidente del Senado, don  Eduardo Frei Ruiz-Tagle, presentamos un proyecto de ley tendiente a aumentar las penas en caso de muerte o maltrato de obra a funcionarios de Carabineros, de Investigaciones y de Gendarmería. Incluso hasta la fecha estos últimos ni siquiera tienen un estatuto que los proteja.



Lamentablemente, esta propuesta que para nosotros resulta fundamental en la lucha contra la delincuencia y la violencia que podrían azotar a nuestro país, no ha sido atendida. En efecto, no hemos sido escuchados. El Gobierno no le ha dado urgencia al proyecto  ni tampoco la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha iniciado su tramitación.



Los hechos acaecidos en las últimas semanas no sólo nos demuestran  que no estábamos equivocados al presentar dicha iniciativa, sino además que queda clara la necesidad de legislar en esta materia, particularmente cuando los funcionarios policiales son atacados y muchas veces no hay una reacción frente a esa agresión.



La experiencia en otros países del mundo, particularmente en la Unión Europea, demuestra que cuando se aumentaron las sanciones contra los que arremetían contra las fuerzas policiales no solamente disminuyeron los actos delictuales, sino también los ataques a aquéllas. De tal manera que, en la medida en que no existan sanciones claras, precisas y fuertes, no habrá desincentivo para este tipo de conductas de parte de los delincuentes, sean éstos comunes o subversivos.



Ya no bastan palabras de buena crianza; se requiere más acción y un compromiso claro por parte del Parlamento sobre la materia. Considero fundamental aumentar las penas para quienes agredan a los funcionarios policiales encargados del orden, más aún cuando estamos en presencia de actos de extraordinaria violencia.



Por tal motivo, señor Presidente, solicito oficiar, en mi nombre   -probablemente Su Señoría también se va a sumar-, al Gobierno, pidiéndole respaldar esta iniciativa y que le dé la urgencia y el trámite que ella requiere.



Deseo hacer una última reflexión, particularmente frente a los hechos de violencia que al país le tocó vivir el 29 de marzo, en el denominado “Día del Joven Combatiente”. 



Creo que lo que más sorprendió a la ciudadanía en general fue la alta difusión pública que alcanzó esa jornada por parte de los medios de comunicación. Todos sabíamos que se celebraba anualmente, en marzo, pero nunca conocimos con exactitud el día. Hoy, todos en Chile saben que el 29 de marzo es el Día del Joven Combatiente, gracias a la divulgación que le dieron los medios de comunicación durante las jornadas previas. 



No estoy por censurar a los medios de comunicación al hacer coberturas noticiosas; pero el recordar reiteradamente a la ciudadanía -como ocurrió en estos días- que el 29 de marzo era el Día del Joven Combatiente, fue un incentivo, un estímulo, para que actuaran los violentistas y delincuentes.



En este sentido, estimo que los medios de comunicación deben actuar con mayor responsabilidad. No puede ser que ellos se transformen en los principales estimuladores e incentivadores de la conmemoración del Día del Joven Combatiente, como ocurrió este 29 de marzo.



Frente a tal situación, bajo ningún pretexto se puede fomentar un clima de confrontación como el que uno percibe que hubo concertadamente en todos los medios de comunicación en los días previos a dicha jornada. Verdaderamente, uno no lograba entender cuál era la finalidad de recordar una y otra vez en los noticieros que el 29 de marzo se celebra el Día del Joven Combatiente. Creo que nunca antes se le dio tanta publicidad, pues siempre había sido un evento marginal, que solamente ocurría en la Villa Francia; nunca trascendió más allá. Sin embargo, gracias a la divulgación que le dieron los medios de comunicación en los días previos es que tuvo los ribetes de violencia y confrontación que conocimos.



Por eso, señor Presidente, pienso que también hay responsabilidad de los medios de comunicación, que, a lo mejor, de forma indirecta y no conscientemente incitaron y estimularon la participación de personas que quizás sentían rabia o algún tipo de rechazo, y que quisieron manifestarlo en esa oportunidad.



Concluyo, señor Presidente, reiterando mi petición de que se oficie al Ejecutivo solicitándole el respaldo a la iniciativa que presentamos conjuntamente con Su Señoría.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, en conformidad al Reglamento, petición a la que adhiere el Honorable señor Frei.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el resto del tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Ominami.

IMPLEMENTACIÓN DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, la nueva Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente -la Nº 20.084-, publicada en el Diario Oficial del 7 de diciembre de 2005, y cuya entrada en vigencia se pospuso por seis meses, crea un sistema especial de responsabilidad penal para los adolescentes entre 14 y 17 años, poniendo fin al sistema binario que contemplaba los conceptos de imputabilidad e inimputabilidad establecidos en los números 2º y 3º del artículo 10 del Código Penal, basado en la declaración judicial de discernimiento del menor.



La normativa en referencia recoge los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile en 1990, y con ello traza una línea de continuidad entre la infancia y la condición de ciudadanía. “El interés superior del niño” no sólo debe orientar, sino también limitar el poder punitivo estatal y el conjunto de las políticas públicas enfocadas hacia los niños y adolescentes.



De acuerdo con el texto de la ley, lo que se busca es crear un sistema especializado destinado al juzgamiento y atribución de consecuencias de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes. No se trata, por lo tanto, de crear un sistema puramente represivo para llenar las cárceles de nuestro país con adolescentes. Por el contrario, se pretende que opere en una dirección distinta. Lo fundamental es que se establecen sanciones adecuadas y proporcionales a los hechos delictivos, en conjunto con un amplio marco de políticas sociales, tratando de procurar una forma de sancionar pero a la vez de proteger al adolescente. En esta ley la sanción busca principalmente cumplir con una función responsabilizadora, preventiva y orientadora. 



Para la consecución de los fines antes expuestos, el Servicio Nacional de Menores ha elaborado un plan para la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, que radica esencialmente en la preparación y adopción de una serie de medidas, todas ellas tendientes a lograr un buen funcionamiento del sistema, lo que, en definitiva, debiera traducirse en una mayor protección y cuidado de la infancia en nuestro país.



Ahora bien, para la consecución de esos objetivos, el SENAME suscribió un compromiso ante el Congreso Nacional, consistente en la creación de 17 centros cerrados y otros tantos semicerrados a lo largo del territorio, en los cuales se reforzarán los equipos de atención, capacitando al ciento por ciento de los recursos humanos. Se diseñó a nivel nacional un sistema socioeducativo de atención para los infractores de la ley y se elaboró un plan de orientaciones técnicas para ambos regímenes de cumplimiento de condena. Asimismo, se han creado procesos de investigación-acción destinados a sistematizar y evaluar el funcionamiento tanto del sistema cerrado como del semicerrado.



El compromiso adoptado dice relación también a todo el catálogo de medidas abiertas, para lo cual el SENAME ha licitado la totalidad de la demanda estimada para los programas de libertad asistida y reparación del daño, en los cuales los adolescentes realizan trabajos en beneficio de la comunidad y participan activamente en los planes de reinserción social, todo ello con el propósito de asegurar la protección del menor.



Cabe destacar que también se capacitó a los operadores y se rediseñó todo el sistema de supervisión. 



Sin embargo, a pesar del esfuerzo realizado por el SENAME durante el último tiempo para ejecutar correctamente la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, surgen dudas en torno del efectivo éxito de la normativa, ya que tanto aspectos prácticos como teóricos ponen en tela de juicio el correcto funcionamiento de este nuevo sistema penal. 



El sistema está pensado para que la mayor cantidad de las condenas se cumplan en un entorno libre, ya sea en un régimen semicerrado o en uno de libertad asistida, siendo la condena privativa de libertad la excepción a esta forma de aplicar la ley.



Ahora bien, el escaso número de centros semicerrados en las regiones determinará el largo desplazamiento de los jóvenes a dichos lugares, lo cual hace impracticable uno de los fundamentos del sistema: la reinserción social del joven y el contacto con la familia y su entorno.



En el caso de la Quinta Región, que represento, existen dos centros: uno ubicado en la ciudad de Valparaíso, y otro en la comuna de Limache, llamado “Lihuen”. Este último, que requirió una inversión superior a 152 millones de pesos y tiene la particularidad de concentrar los tres sistemas de cumplimiento de condena contemplados en la ley: cerrado, semicerrado y de libertad asistida, deberá atender, a partir de junio, los requerimientos de una vasta zona, por lo que los jóvenes tendrán que desplazarse varios kilómetros desde sus hogares hasta el centro de cumplimiento de condena. 



Tal situación se repetirá en otras ciudades del país, lo que generará una disonancia con el objetivo antes desarrollado, esto es, el necesario contacto con la familia y su entorno. 



Los jóvenes deberán viajar diariamente de zonas tan lejanas como Los Andes, San Felipe, Petorca y Cabildo, para cumplir sus responsabilidades en la comuna de Limache. Esta particularidad, de suyo compleja, será un fuerte desincentivo para que se cumplan las condenas, ya que los menores que cometen delitos poseen una baja capacidad de cumplimiento de las obligaciones. Con ello, se desencadena un círculo vicioso, en circunstancias de que la ley busca exactamente lo contrario: fortalecer el autocontrol.



Existirá otra situación aún más grave, ya que si los jóvenes no cumplen con sus responsabilidades, al no acudir a los centros, se configurará otro delito: el de incumplimiento de condena, en virtud del cual el adolescente puede ser nuevamente enjuiciado y condenado por otro motivo.



En definitiva, la ubicación de los centros y el desplazamiento de los jóvenes a éstos puede convertirse en otra fuente de generación de delitos.



Por otra parte, en el caso del centro Lihuen, en Limache, existen dudas respecto a temas de orden práctico y reglamentario. Por ejemplo, los niveles de segregación entre adolescentes hombres y mujeres, y la seguridad del personal profesional y administrativo del centro. 



Entre las demandas expuestas por las agrupaciones de funcionarios de Lihuen están la falta de alzamientos de muros en el perímetro de seguridad que separen los tres sistemas incluidos en el centro, con la finalidad de evitar la interacción de los distintos tipos de adolescentes condenados (reincidentes, primerizos e internados provisionalmente); la necesidad de contar con dependencias destinadas a los gendarmes que resguarden las instalaciones; la construcción de oficinas para los tutores profesionales y no profesionales, y la implementación de correctos sistemas de seguridad, como cámaras de vigilancia y puertas de escape para los educadores.



Es necesario advertir que, como consecuencia de esa ardua tarea que asume el SENAME, se podrá evidenciar una insuficiencia en las atribuciones del Servicio para satisfacer las demandas del nuevo sistema, lo que hace indispensable también corregir esta situación.



Ésas y otras inquietudes ya han sido recogidas y planteadas por la Comisión de Expertos creada a partir de la ley que pospuso la entrada en vigencia del sistema de responsabilidad penal adolescente, que en su primer informe, de octubre de 2006, advirtió “núcleos problemáticos para la exitosa implementación de la Ley Nº 20.084”: por ejemplo, las dificultades que enfrentarán los centros cerrados y semicerrados con relación a la capacidad de acoger a menores.



Con esta intervención, señor Presidente, quiero contribuir al diagnóstico que realiza la citada Comisión de Expertos, la cual debe pronunciarse muy pronto, respecto de posibles dificultades en la implementación de la ley antes individualizada en mi circunscripción y, según entiendo, en otras Regiones del país.



Conocí en terreno la realidad del Centro Lihuen, y con ello, a jóvenes y niños que esperan la ayuda de todos nosotros para superar el estigma que significa la aplicación de una pena.



Por eso, pongo estos antecedentes a disposición del Senado y de la Comisión de Expertos que durante la próxima semana entregará un segundo informe al Parlamento.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

PÉRDIDAS DE CODELCO POR CONTRATO CON EMPRESA MINMETALS. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Hace algún tiempo -uno o dos años- señalamos que, a espaldas de todo el mundo, se había celebrado un contrato entre CODELCO y la empresa cuprera china Minmetals. Y, en su momento, vinieron al Senado a defenderlo el Ministro de Hacienda de la época y el Vicepresidente Ejecutivo de aquella Corporación, don Juan Villarzú.



Al respecto, solicito en primer término que la señora Ministra de Minería nos envíe copia de ese contrato, pues muchas personas tienen la impresión de que cuando se firmó ya se avizoraba un aumento en el precio del cobre; por lo menos los chinos deben de haberlo sabido, ya que eran los principales generadores de la demanda. Y, en nuestro concepto, ha habido pérdidas por cientos de miles de millones de dólares.



Entiendo que mientras se negocia un contrato se guarde silencio, porque de otra manera es factible provocar problemas a la operación. Pero que a estas alturas los chilenos no conozcamos las cláusulas del suscrito con la referida empresa ni sepamos cuánto ha perdido nuestro país a raíz de él me parece inaceptable. Esto, considerando sobre todo la triste historia de CODELCO, que nos tenía convencidos a todos -a nosotros, a la prensa, a los especialistas extranjeros- de que su costo de producción era de aproximadamente 50 a 60 centavos de dólar por libra. Sin embargo, ahora nos hemos enterado de que nos mintieron desde el principio y de que, hoy día, aquél se halla por sobre un dólar.



En consecuencia, debemos preocuparnos de esa situación. CODELCO todo el tiempo pide dinero para capitalizar, etcétera. Pero lo que ocurre en su interior sólo lo saben 6 ó 7 iniciados. El resto del país lo ignora absolutamente. Y, en el fondo, esto puede ser una fuga brutal de riqueza chilena.



Entonces, no sólo pido copia del citado contrato, sino también una información completa -para el Senado, para las Comisiones de Hacienda y de Minería- sobre qué habría sucedido si los miles de toneladas involucrados se hubiesen vendido a precio spot o de la misma manera en que se comercializa el resto del cobre de CODELCO y cuánto ingresó con motivo de aquella operación.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

INVESTIGACIÓN DE LICENCIAS MÉDICAS OTORGADAS A FUNCIONARIOS MUNICIPALES PARTIDARIOS DE EX ALCALDE DE COQUIMBO. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, como todo el mundo sabe, hubo un cambio de Alcalde en la comuna de Coquimbo. Todo el mundo sabe también que el anterior jefe comunal operaba y cometía gran parte de sus fechorías con ayuda directa de funcionarios municipales. Tanto es así que, durante el juicio oral penal -ya está absolutamente constatado con documentos-, varios de ellos, muy cercanos al ex Alcalde Pedro Velásquez, fueron al tribunal a mentir. Pese a estar bajo juramento de decir la verdad, mintieron descaradamente, como después se pudo comprobar gracias al hallazgo de una nota interna. Y, probablemente, eso va a ser materia de otro juicio, porque es muy grave que funcionarios municipales vayan a mentir en forma concertada a un tribunal.



El problema radica en que cuando asume el nuevo Alcalde, quien pertenece al mismo partido que el anterior, gran parte de esos empleados se declaran enfermos y presentan licencias médicas, las que han aumentado de manera increíble. Pero lo curioso es que esas mismas personas son las mismas que iban a gritar afuera del juzgado a favor del anterior Alcalde y en contra mía, de la fiscalía y de todo el mundo.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito oficiar al Ministerio de Salud, a la Subsecretaría de Salud Pública y a la Seremía de Salud de la Cuarta Región para que se realice una completa revisión de las licencias médicas otorgadas a los empleados en cuestión a partir de noviembre del año pasado.



Considero una vergüenza que dichos funcionarios, primero, hayan estado coludidos con el Alcalde para robar al Fisco; después, que se hayan concertado para ir al tribunal a mentir, y, por último, que hoy se encuentren con licencias médicas, probablemente falsas.



En mi concepto, debe sancionarse tanto a los médicos que otorgan licencias falsas como a quienes hacen uso de ellas.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

PAGO EXCESIVO POR VIVIENDAS EXPROPIADAS POR SERVIU DE IQUIQUE. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, una amiga que vive en Iquique y que, por su trabajo, tiene contacto con tribunales me informó que hay un posible caso de corrupción, bastante grave, en el SERVIU de Iquique.



Ella me señala que, en 2004 ó 2005, se expropió una serie de viviendas de un sector de esa ciudad y que, en algunos casos, se terminó pagando prácticamente cuatro veces la tasación realizada por los expertos.



¿Por qué sucedió eso? Porque el abogado señor Meza, Jefe del Departamento Jurídico del SERVIU de Iquique, olvidó los plazos y nunca presentó ningún escrito ni hizo defensa alguna frente a las peticiones de las personas que iban a ser expropiadas.



Tengo entendido que se expropiaron alrededor de 90 viviendas. En la mayoría de ellas se pagó aproximadamente 1,2 veces el valor determinado por los expertos, pero en 10, 12 ó 14 el precio fue cuatro veces superior a la tasación.



En consecuencia, señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Vivienda a fin de que nos envíe copia del catastro de todos los terrenos adquiridos vía expropiación entre el 1º de enero de 2003 y mayo de 2006. Y, respecto de cada lote expropiado, solicito que se indique la tasación efectuada por los expertos y cuánto se pagó al final; y, en caso de que se exceda 1,3 veces la tasación, que se me informe si alegó o no el señor Meza, quien posiblemente estaba coludido -uno nunca sabe- con aquellos que hicieron tan jugoso negocio a costa del Fisco.



Es del caso puntualizar que, después de que los expropiados habían ganado en primera instancia por no presentación del señor Meza ante el juzgado, la Corte de Apelaciones encontró tan increíbles los montos que se iban a pagar que por sí sola los rebajó. ¡Cómo habrá sido el escándalo!



Éste es un tema que se comenta al menos en algunos círculos cercanos a la Justicia en Iquique.



Por lo tanto, pido aquella información.



Además, solicito que se nos dé a conocer, no sólo lo que se terminó pagando, sino asimismo lo que la justicia ordenó pagar en los casos en que hubo reclamos, y si efectivamente existió una defensa en cada uno de ellos por parte de los abogados del SERVIU.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

BAJA EN SERVICIO DE TRANSBORDADOR ENTRE PUERTO MONTT Y PUERTO NATALES. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, un importante daño económico en la Región de Magallanes, y particularmente en la provincia de Última Esperanza, está provocando la disminución de recaladas del transbordador que realiza el transporte marítimo de carga y de pasajeros entre Puerto Montt y Puerto Natales, debida a una avería mecánica que afectó al rolón Magallanes.



El hecho aconteció en el mes de enero. A partir de esa fecha comenzaron los inconvenientes con los viajes, porque, al parecer, hubo problemas con el motor de la nave, lo que llevó a reemplazarla por una de menor capacidad de carga.



Cabe considerar que existe entre NISA Navegación (representada por NAVIMAG en Magallanes) y la Intendencia Regional (representada por la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones) un contrato que establece la obligación de realizar, a lo menos, tres viajes mensuales. Esto es tremendamente importante para Magallanes, ya que no hay conectividad directa vía terrestre con el resto del país, salvo a través de Argentina. Y el mismo contrato contempla una cláusula que dice que, si por fuerza mayor no se pudiera realizar alguno de esos viajes, deberá recuperarse al mes siguiente.



Pues bien, ello no ha ocurrido así -reitero: los problemas comienzan en el mes de enero-, y ha habido un incumplimiento por parte de la empresa, ya que hoy día está viajando tan sólo dos veces al mes hasta Magallanes.



Entiendo que el Seremi de Transportes, en nombre de la Intendencia Regional, aplicó sanciones por esa razón. Pero, aun así, la empresa no ha podido proceder conforme a lo pactado, esto es, aumentar sus frecuencias al mes siguiente para recuperar los viajes no realizados.



Ya llevamos tres meses en esta situación: enero, febrero, marzo. Por ende, de nuevo debe esperarse para ver si se cumple el contrato y se recuperan los viajes no efectuados, a fin de solucionar un problema que afecta directamente a una Región en su comercio, en su abastecimiento, etcétera.



Por lo expuesto, señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que informe en detalle acerca de los pasos seguidos a los efectos de solucionar la falta de rolón entre Puerto Montt y Puerto Natales, como también de las medidas que han de implementarse para que en lo futuro no ocurran situaciones similares a la que he mencionado.



En el viaje que realicé a Puerto Natales la semana recién pasada pude constatar una profunda preocupación en la gente común y corriente y en el comercio establecido en esa ciudad -lo propio pasa en Punta Arenas-, ya que el daño que aquello produce es mayor, porque, sin duda, encarece el costo de los productos que llegan a la Duodécima Región.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a varias materias.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN ANTE IRREGULARIDADES EN RELLENO SANITARIO SANTA ALICIA (OCTAVA REGIÓN). OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Esta tarde debatimos respecto de la inexistencia de condiciones para fiscalizar el respeto a los derechos ciudadanos.



Pues bien, hace algún tiempo envié un oficio a la CONAMA y al Servicio de Salud de la Octava Región a fin de que nos informaran sobre el relleno sanitario Santa Alicia, de la empresa Servicios Vertedero Los Maitenes S.A.



Luego de leer la respuesta, veo que se llegó a una conclusión: las exigencias que se han hecho, particularmente por los vecinos de Patagual, se relacionan con la protección de una zona rica en biodiversidad, en especial la destinada a la población y al cultivo, la que se ha visto seriamente dañada a raíz de la intromisión de un vertedero en áreas de captación de agua, lo cual pone en riesgo todo el desarrollo del sector.



Los condicionamientos ambientales para la autorización pertinente señalaban que, dado que el vertedero se encuentra en una pendiente, debía construirse un muro de contención de albañilería reforzada para contener la basura y que las especificaciones técnicas habían de ser proporcionadas por el Servicio de Salud, SERNAGEOMIN, CONAMA; que las piscinas de tratamiento o pretratamiento de percolados tenían que albergar hasta 2 mil 200 metros cúbicos; que debía pavimentarse el camino secundario público con asfalto confinado sobre soleras tipo A, características técnicas que tenían que ser satisfechas por el proyecto definitivo.



A esas exigencias se sumaron las siguientes: materialización de obras de mejoramiento del mismo camino, para el que se exigía un ancho mínimo de 11 metros entre los cierres, y contar con una calzada asfaltada de al menos 7 metros, cuyo diseño debiera estar en el Manual de Recomendaciones del MOP.



Respecto a la cobertura diaria, se establecía que los residuos tenían que ser cubiertos con material de tierra de manera permanente durante el funcionamiento del relleno sanitario.



Han surgido muchas voces que han alertado sobre el mal funcionamiento de dicho vertedero.



Por ello, señor Presidente, solicito que se oficie a las Seremi de Agricultura y de Bienes Nacionales con el objeto de que nos informen si tienen antecedentes que posibiliten determinar si existió cambio del uso del suelo. Porque todo indica que no lo hubo. Se han parado rellenos sanitarios en la Octava Región por esta causa. Entonces, quiero saber el porqué de la discrecionalidad de una autoridad que permite que un relleno comience a funcionar sin que medie el cambio de uso de suelo. O sea, si éste es rechazado, la obra ya está construida. ¡Es la política de los hechos consumados!



Por otra parte, se nos ha informado de la detección de situaciones de incumplimiento a lo establecido en la resolución de calificación ambiental del proyecto sanitario Santa Alicia y su modificación, las que han sido dadas a conocer al titular para su mejoramiento.



Asimismo, se ha iniciado un proceso para establecer responsabilidades en contra de la empresa Servicios Vertedero Los Maitenes, conforme establecía la resolución exenta 036, de 1 de febrero de 2007. No se adjunta el detalle de las observaciones.



Lo que puedo señalar es que el camino no está en condiciones de soportar determinado tipo de camiones; que existe un alto riesgo vial para las personas que viven en las inmediaciones de Patagual, y que, en definitiva, los descargos de la empresa deben apuntar al cumplimiento de la resolución y ojalá sin ninguna otra enmienda. Ello, porque ya se ha hecho habitual que los proyectos sean aprobados y que, a través de sucesivas modificaciones, se vaya pidiendo disminuir las exigencias hasta prácticamente diluir lo estipulado originalmente por la COREMA. 



En el caso de Patagual, espero que tanto el Ministerio de Agricultura como CONAF, SERNAGEOMIN, la autoridad sanitaria, el Municipio de Coronel, entreguen todos los antecedentes para poder exigir que el vertedero en cuestión cumpla las exigencias ambientales, dado que obtuvo resolución sanitaria para instalarse, pero no la resolución ambiental de la CONAMA regional, por las irregularidades que presenta. 



Ojalá que los servicios mencionados puedan informar de manera detallada si la resolución ambiental que hace exigencias a todos ellos -a CONAF, a SERNAGEOMIN, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios- se ha cumplido efectivamente.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que se oficie en el sentido indicado.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO PETROPACÍFICO EN OCTAVA REGIÓN. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, solicito también que se oficie a la Empresa Nacional del Petróleo a fin de que nos informe acerca del proyecto PetroPacífico. Ésta es una planta de producción de etileno que conlleva un compromiso del gobierno regional respecto a la ciudad del plástico.



Se ha dicho que, atendido que Chile importa todo el plástico de alta densidad, una planta que permita sacar productos derivados del petróleo y que dé vida a un complejo industrial destinado a la producción de plástico en la Octava Región es una necesidad urgente. 



El proyecto que tiene ENAP en la Región del Biobío, a través de Petrox S.A., sin duda requiere la participación privada. 



Entonces, señor Presidente, por tratarse de una empresa pública y de un proyecto de alto interés ciudadano que puede redundar en un desarrollo importante en la Octava Región en momentos en que su crecimiento alcanza a 2,2 por ciento, uno de sus niveles más bajos; en que el desempleo también se empina sobre la media nacional, y en que existe un compromiso del gobierno regional, en particular del ex Intendente don Jaime Tohá, solicito que la Empresa Nacional del Petróleo nos informe en detalle acerca del estado de avance de aquél. Porque es de interés del Senador que habla -como también, sin duda, del Honorable señor Sabag, con quien comparto la Circunscripción Costa, Nº 12- que dicho proyecto se realice.



Ojalá ENAP pueda enviar todos los antecedentes que existen. Hemos conversado con su Gerente General, don Enrique Dávila, quien nos preparó una presentación. Sin embargo, queremos contar además con la información oficial, más allá de la buena voluntad que ha tenido ese personero para explicarnos la situación actual del proyecto.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ELIMINACIÓN POR FONASA DE DESCUENTO DE 7 POR CIENTO A PERSONAS DE TERCERA EDAD. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, quiero que también se oficie a FONASA a fin de que nos informe si hizo una evaluación para eliminar el 7 por por ciento que hoy se le descuenta a la gente de la tercera edad. 



Sin duda, estas personas tienen acceso al Plan AUGE, pero deben contar con un diagnóstico previo, y los tiempos de espera son extraordinariamente largos. 



Se ha dado gratuidad de atención en hospitales públicos a todos los mayores de 65 años, en el caso de los hombres, y de 60, en el caso de las mujeres. Sin embargo, el 7 por ciento sigue siendo un descuento oneroso, que los abruma, porque, aparte de tener muchas veces que comprar los remedios, sienten que están pagando un porcentaje que no condice con dicha gratuidad.



Si FONASA o los Ministerios de Salud o de Hacienda tienen informes sobre cuánto le significaría al país terminar con este descuento para la tercera edad, sería muy importante contar con ellos. Así se podrían evaluar en la próxima Comisión Especial Mixta de Presupuestos, órgano técnico estable del Parlamento, los mecanismos para eliminarlo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


DERECHO A TECHO PARA TERCERA EDAD. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Por otra parte, pido oficiar al Ministerio de Vivienda sobre el denominado “derecho a techo”.



Programas habitacionales de construcción a cargo del SERVIU han contemplado 2 por ciento de las viviendas para gente de la tercera edad, con un arriendo mínimo, no superior a 6 mil pesos mensuales. Pero cuando dicha Secretaría de Estado edifica menos a través de ese organismo y se licita, a través de diversos fondos concursables, entre entes privados, el programa para la tercera edad sufre variaciones.



Por ello, solicito que se oficie al Ministerio para que informe en detalle acerca de todo el proceso de entrega de viviendas, el comportamiento observado, la calidad del pago y cuáles son sus programas para garantizar el derecho a techo de los adultos mayores.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


MALA ATENCIÓN DE INSTITUTO DE NORMALIZACIÓN PREVISIONAL EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Pido que se oficie al Instituto de Normalización Previsional, porque he conversado con muchos usuarios de sus plazas de pago en la Región que represento y me han expresado que en ellas existen problemas de maltrato, ya sea por los guardias, o por el tiempo de espera, o bien, simplemente, por la forma de atender.



Lo menos que los adultos mayores piden cuando cobran una pensión mínima, que fluctúa entre los 3 mil y los 40 mil pesos -cantidad que no les permite sobrevivir, porque el monto estimado por el SENAMA para un solo adulto mayor alcanza a los 117 mil- es que se les brinde un trato digno.



Debe ser evaluado el procedimiento, no sólo en relación con los funcionarios del INP, sino también con su entorno de colaboración. Por ello, requiero un informe de dicho organismo. 



Reconozco que este último colabora y se preocupa en forma importante de su labor. Pero en las plazas de pago, debido a las aglomeraciones y a otras circunstancias, se han registrado hechos que pueden ser superados.



El Instituto de Normalización Previsional ha realizado un trabajo extraordinario en la atención al adulto mayor y aspectos puntuales como éstos no debieran empañarlo.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

NECESIDAD DE LEY CONTRA MALTRATO A ADULTO MAYOR. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



También pido oficiar al SERNAM para saber si ha evaluado la presentación de un proyecto de ley contra el maltrato al adulto mayor, es decir, si se contempla el caso de una persona objeto de esa conducta por familiares o por terceros, al interior de su casa o de un hogar de ancianos, y cuál es la prevención y protección que se le brindará.



Solicito, entonces, tanto a SENAMA como a SERNAM, que nos informen si está en diseño o en elaboración una iniciativa que apunte a evitar ese maltrato.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ABUSO DE PATRIMONIO DE ADULTOS MAYORES. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Por otra parte, señor Presidente, muchos adultos mayores, en particular, enfrentan una situación que queda comprendida en la llamada “excepción de penalidad”, la que se presenta cuando un hermano, un hijo o un cónyuge abusa patrimonialmente de ellos apropiándose de bienes muebles o inmuebles. Es decir, en tal caso no se materializa una sanción, a pesar de que el patrimonio es del anciano y debiera ser invertido o vendido para destinar el producto a su cuidado y protección. Tal abuso es una materia de ley pendiente.



Por ello, también pido que el SENAMA y el INP nos puedan dar a conocer detalladamente qué pasos se están dando al respecto.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ATENCIÓN A ANCIANOS POR FONDO DE SUPERACIÓN DE LA POBREZA. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Asimismo, pido oficiar a los Ministerios de Hacienda y del Trabajo a fin de que informen a cuánto ascienden los recursos del Fondo de Superación de la Pobreza y a cuántos ancianos atiende, cuántos cupos de empleo se han generado para favorecer a la tercera edad y si existe disponibilidad para seguir creándolos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

FOCALIZACIÓN DE RECURSOS EN ADULTOS MAYORES. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Solicito que se envíe un oficio al Ministerio de Hacienda para obtener la información -la solicito formalmente- de cuánto estamos gastando en los adultos mayores, incluidos todos los programas ministeriales, de cualquier tipo, y los presupuestos correspondientes.



Esos datos permitirán saber cuántos fondos se destinan a ese sector y la media de lo que se debiera gastar, para contar con una aproximación, por lo tanto, al mejoramiento de la focalización de recursos en la defensa y cuidado de esas personas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

FISCALIZACIÓN DE HOGARES DE ANCIANOS. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Pido oficiar a los servicios de Salud, en cuanto a la fiscalización de los hogares de ancianos.



Porque existe un problema: a esos establecimientos, que muchas veces están en manos de personas no capacitadas, se les deben dar facilidades, pero es preciso que exista fiscalización.



Quiero saber si, efectivamente, el Ministerio de Salud cuenta con programas de capacitación para quienes atienden en ellos. Cualquier persona puede brindar el servicio, por cierto, pero debe hallarse preparada. Porque el costo de una enfermera profesional puede exceder las posibilidades.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SUMARIO POR TRATO A ADULTO MAYOR EN HOSPITAL BARROS LUCO. OFICIO
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, en febrero recién pasado, en el Hospital Barros Luco, se suscitó una dificultad grave con un adulto mayor que se encontraba amarrado a su cama. Debido a ello, se abrió un sumario, una investigación administrativa, y sería importante que el Ministerio de Salud nos informara si ya se ha realizado.



La dignidad de esa persona se vio afectada y siento que la familia no ha reclamado porque le importa la salud del enfermo y no andar peleando ni en tribunales ni en la Cartera del ramo.



Quiero contar con antecedentes sobre el particular sólo con el objetivo de que las medidas que se apliquen sean positivas, para que no se repita el hecho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO.- ¿Cuántos minutos me quedan, señor Presidente?



Dispongo del tiempo de los Comités Partido Por la Democracia y Radical Social Demócrata, en el Comité Mixto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Le resta poco más de dos minutos, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- ¿Nada más que dos minutos?



Porque deseaba intervenir respecto de Gendarmería de Chile y de la grave y explosiva situación de gendarmes y reos, unos y otros en una condición muy similar de hacinamiento, lo cual representa un riesgo para la estabilidad democrática del país.



Espero usar de la palabra al respecto en la sesión de mañana.

MUERTE DE PESCADORES EN DESCARGA DE CAPTURA. OFICIOS
(Versión taquigráfica sujeta a enmiendas mientras se completa proceso de impresión del Diario de Sesiones)



Señor Presidente, han fallecido dos pescadores en la Octava Región como consecuencia de emanaciones de ácido sulfhídrico.



La descarga de la captura por los propios tripulantes de una nave de pesca artesanal, sin contar con la participación de la empresa SPK, provocó esas muertes la semana pasada y dejó en grave condición de salud a otro trabajador, quien, afortunadamente, se está recuperando. 



Tanto Mauricio como Alejandro fueron sepultados en forma multitudinaria por los habitantes de la caleta Lo Rojas, en Coronel.



Sin embargo, existen una exigencia y una deuda que la democracia y éste, mi Gobierno, tienen con los pescadores artesanales: el seguro de vida, el seguro de accidentes para los tripulantes de lanchas artesanales.



No es posible que las viudas, los hijos, hayan quedado en el más completo abandono. 



Se ha firmado un protocolo de acuerdo entre la Gobernación Marítima, el Servicio de Salud, la empresa SPK y los armadores y pescadores artesanales, para que las descargas las realice personal especializado de la empresa, tal como lo establece el reglamento respectivo, donde se señala que se debe disponer de un balón de oxígeno móvil y que es preciso cumplir un conjunto extraordinario de medidas de seguridad. Dichas operaciones no pueden ser efectuadas por los tripulantes.



Estas muertes pudieron haberse evitado. Se instruyen cuatro sumarios sobre el hecho: en la Dirección del Trabajo, en la Gobernación Marítima, el Fiscal y en la Dirección de Salud. Esos procedimientos se están desarrollando.



Lo importante, con relación al Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, es determinar cuándo se le va a dar urgencia al proyecto de ley que establece un seguro de vida y de accidentes para los pescadores artesanales, ya que se trata de un sector que no recibe la misma protección ni cuidado que el industrial, donde hace muchos años que no ocurre algo similar. Al parecer, señor Presidente, existen ciudadanos de segunda categoría.



A los pescadores artesanales se los obliga a realizar la descarga. El protocolo con la Gobernación establece que no lo harán más. Ello debe contemplarse en una ley de pesca artesanal y no sólo constituir un acuerdo entre la empresa y la autoridad respectiva. Los pescadores se van a negar a efectuar dicha operación y vamos a apoyarlos, porque el riesgo deriva de la emanación de ácido sulfhídrico. 



Este último mató en seis segundos, en forma fulminante, a Alejandro y Mauricio, de 27 y 23 años, respectivamente, quienes eran deportistas, jóvenes. O sea, fue como entrar en un terreno minado. Y tal es la consecuencia de la descomposición del pescado. Está claro que la carga era fresca: zarparon a las 3 de la mañana, la captura se llevó a cabo a las 7 y la recalada en el puerto fue a las 15:30. El hecho se registró porque el agua con que contaba la empresa se introdujo en la bodega de la nave para succionar a través de la yoma. Como existía ácido sulfhídrico, las muertes fueron instantáneas. Por eso se requiere personal especializado.



Quiero solicitar a la Gobernación, al Servicio de Salud y a la Dirección del Trabajo los informes respectivos, a fin de obtener conclusiones que podamos incorporar a un proyecto de ley que contemple un seguro de vida y de accidentes para los pescadores artesanales en Chile. Porque no se trata sólo de la caleta Lo Rojas, que ha tenido que lamentar la muerte de estos dos tripulantes, sino también de todo el país.



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:24.

Manuel Ocaña Vergara,

 Jefe de la Redacción  
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